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CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 263 DE 2013 

CÁMARA, 283 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se expide el Código  

de Extinción de Dominio.
1.1
UJ-2142-13 
Bogotá, D. C., 
Honorable Senador 
JUAN FERNANDO CRISTO BUSTOS 
Presidente
Senado de la República
Ciudad. 
Asunto: Proyecto de ley número 263 de 2013 

Cámara, 283 de 2013 Senado, por medio de la cual 
se expide el Código de Extinción de Dominio. 

Respetado Presidente: 
De manera atenta, se presentan los comentarios 

que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
estima pertinente someter a su consideración sobre 
el Proyecto de ley número 263 de 2013 Cámara, 
283 de 2013 Senado, por medio de la cual se ex-
pide el Código de Extinción de Dominio. Sobre el 
particular se indica: 

1. Objeto del proyecto de ley 
El proyecto de ley de iniciativa parlamentaria 

tiene por objeto establecer una nueva reglamenta-
ción para los procedimientos de extinción de bie-
nes incautados a los grupos e individuos al margen 
de la ley.

2. Comentarios de tipo presupuestal 
Los recursos del Fondo para la Rehabilitación, 

Inversión Social y Lucha contra el Crimen Orga-
nizado (Frisco), se utilizan en inversión social, se-

guridad y lucha contra la delincuencia organizada, 
rehabilitación de militares y policías heridos en 

-
bilidad penal adolescente, infraestructura carcela-
ria, fortalecimiento de la Administración de Justi-
cia y funcionamiento de la Dirección Nacional de 
Estupefacientes (DNE) (o de la entidad que admi-
nistre los recursos incautados). 

Con el artículo 91 de la iniciativa se otorga a la 
Fiscalía General de la Nación el 50% de la moneti-
zación de los bienes sobre los que se declare la ex-
tinción del dominio, cambiando la destinación de 
estos recursos; mientras que los bienes inmuebles 
rurales sobre los que recaiga la acción de extinción 
de dominio, serán destinados a los programas de 
generación de acceso a la tierra, que administra el 
Gobierno Nacional. 

Por otro lado, el dinero en efectivo que se vea 
afectado dentro del proceso de extinción de domi-
nio, sería administrado por la Fiscalía General de 
la Nación, y destinado a esta entidad una vez de-

cosas, no se menciona ninguna otra destinación, ni 
fuente alternativa de gasto para las inversiones que 
hoy se sustentan con estos recursos.

tenemos:
• Construcción de establecimientos penitencia-

rios y carcelarios, de que tratan los Conpes 3277 
de 2004, 3412 de 2006 y 3575 de 2009. 

La Dirección Nacional de Estupefacientes so-
licitó se considerara el aplazamiento de los pagos 
de la deuda, dado que la entrega de bienes a la So-
ciedad de Activos Especiales (SAS-SAE), retrasé 
la monetización de los bienes de la misma entidad; 
este atraso hace que a la fecha la deuda de la DNE 

_
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con la Nación ascienda a $258 mil millones, su-
mado a que la expectativa de venta de bienes no ha 
sido la proyectada. 

• Construcción de viviendas de interés social. 
Mediante la expedición del Conpes 3476 del 9 de 
julio de 2007 “Importancia estratégica de los ma-
croproyectos de vivienda de interés social en Cali 
y Buenaventura”, con un costo estimado de $233.6 
mil millones, de los cuales $185.9 mil millones se 

caletas encontradas en la ciudad de Cali en enero 
de 2007, los cuales quedan a disposición y bajo la 
administración del Fondo para la Rehabilitación, 
Inversión Social y la Lucha contra el Crimen Or-
ganizado (Frisco). De estos recursos quedan pen-
diente de giro a la Nación $23.9 mil millones. 

-
ganizado para el desestímulo al consumo, a través 
de campañas masivas de Prevención de Consumo 
de Drogas Ilícitas, protección de los honorables 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de 
los Concejales Municipales del país, víctimas de 
las amenazas y acciones del crimen organizado y 

gastos por $21 mil millones, mientras se surtían 
los trámites de extinción de dominio de los dine-
ros que fueron incautados a comienzos del mes de 

en el Puerto de Buenaventura por veintiocho mi-
llones de dólares (USD $28.000,000.00) 

La no devolución de estos recursos a la Nación, 
obliga al Gobierno Nacional a buscar otras fuentes 

-
puesto de cada año, y elimina para el futuro una 

-
trucción de cárceles y otros proyectos de inversión 
social.

En el siguiente cuadro se resume el valor de la 
deuda por diferentes conceptos: 

Miles de millones de pesos 
Concepto Valor 

los nuevos ERON’s
258

y Buenaventura
24

la protección de Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
Concejales y Lucha contra las Drogas

21

TOTAL 303 

gasto de algunas entidades mediante las distri-
buciones autorizadas por el Consejo Nacional de 
Estupefacientes, presidido por el Ministerio de 
Justicia y del Derecho, quien establece las directri-
ces en relación con los bienes (facultad que se ve 
reducida con el proyecto de ley).

En los cuadros anexos 1 (Distribuciones) y 2 
(Giros) se muestra el detalle de las entidades be-

gastos como: apoyo en la construcción de infraes-
tructura de centros de atención infantil (estrategia 
de atención integral a la primera infancia a nivel 
nacional “De Cero a Siempre”); gastos en apoyo 

y construcción de juzgados para los procesos de 
extinción de dominio (Rama Judicial - Consejo 
Superior de la Judicatura); funcionamiento y pago 
de curadores de la Fiscalía General de la Nación en 
los procesos de extinción de dominio, y gastos en 
seguridad de la Rama Judicial, Procuraduría, Fis-
calía y Ministerio del Interior. 

-
cado por el artículo 267 de la Ley 1450 de 2011, 
determinó que los bienes, los rendimientos y los 
frutos que generen los bienes localizados en el 
departamento Archipiélago de San Andrés, Provi-
dencia y Santa Catalina, cuya extinción de domi-
nio se haya decretado conforme a esa ley, deberán 
destinarse prioritariamente a programas sociales 

De la misma manera, se realizan otras observa-
ciones al artículo 23: 

a) Se derogan disposiciones contenidas en la 
Ley 1448 de 2011, particularmente lo dispuesto en 
el artículo 177 que establece: “los recursos pro-
venientes de los procesos de extinción de dominio 
que se sudan en virtud de la Ley 793 de 2002 en 
las cuantías o porcentajes que determine el Go-
bierno Nacional” (componen el Fondo de Repara-
ción para las Víctimas de la Violencia). 

Actualmente, con el Decreto número 1366 de 

de las Víctimas un porcentaje del 5% de la suma 
recaudada durante cada año, transferencia que se 
debe realizar dentro de los tres (3) primeros meses 
del año siguiente al que ingresan. En consecuen-

-
nanciación el referido Fondo;

b) La creación de juzgados mediante la imple-
mentación de Salas de Extinción de Dominio y 
Fiscalías a lo largo del país, de que trata el artícu-

para la Rama Judicial, alrededor de $87 mil millo-
nes de pesos (ver costo en detalle en el Anexo 3);

c) El artículo 212 contempla la creación y pues-
ta en funcionamiento de al menos 50 despachos 

-
tinción de dominio con igual número de cargos de 

criminalísticos de distintos grados.
Se estima que los costos de la modernización 

para la Fiscalía General de la Nación, son de apro-
ximadamente $1.1 billones de pesos, sin embargo, 
dicha entidad no ha realizado los cálculos asocia-
dos a la planta de personal. Por lo pronto, los cos-
tos del proyecto de ley no se puede determinar sin 
la información de la entidad, y no es claro cómo la 
reestructuración debería atender los mandatos del 
proyecto de ley;

-
to del resto de entidades que intervienen en el pro-
ceso de extinción de dominio, es inexistente, de-
jando al Gobierno Nacional con la carga del gasto. 

En concreto, los gastos contemplados en el pro-
yecto de ley no están contemplados en el Presu-
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puesto General de la Nación, ni en el Marco de 
Gasto de Mediano Plazo del Sector, por considerar 

-
bierno Nacional y se suprime una actual fuente de 

3. La asignación de todos los activos con de-
claratoria de extinción de dominio a favor de 
la Fiscalía General de la Nación contempla los 
siguientes aspectos: 

3.1. El FRISCO sería objeto de fraccionamien-
to dado que sería administrado para bienes incau-
tados por un operador y extinguidos por otro, vio-
lando con ello los principios de unidad contable y 

-
cos e incrementando los costos de operación que 
implicaría contar con dos operadores de activos, 

economías de escala disminuye considerablemen-
te los costos de funcionamiento que demanda di-
cha actividad. 

3.2. No es clara la destinación de los recursos a 
favor de la Fiscalía en el sentido de que no iden-

y parte de la base que la totalidad de los mismos 
será para el uso de dicha entidad cuando en esencia 
corresponde su comercialización, por lo tanto re-
sultaría más conveniente indicar que si la Fiscalía 
General de la Nación requiere algún activo objeto 
de extinción para la ejecución de las actividades 
por las que constitucionalmente fue creada pueda 
acceder a ellos, mas no pretender que esta se con-
vierta en una comercializadora y administradora 
de inmuebles cuando no existe un indicador que 
evidencie la experiencia, idoneidad y preparación 
para ejecutar esta actividad.

3.3. La naturaleza jurídica de la Fiscalía la obli-
ga al cumplimiento de requisitos y formalidades 
que no la hacen competitiva en el mercado de co-
mercialización y administración de justicia, siendo 

actividad de comercialización y administración de 
activos dado que esta es una gestión con compe-
tencia en el sector privado. 

3.4. La Fiscalía ejercería posición de juez y par-

activos objeto de solicitud de extinción, toda vez 

a su administración. La Fiscalía no podría actuar 
en los procesos de extinción dado que su interven-
ción no sería equitativa por cuanto le asistiría un 
interés particular en el entendido que estos bienes 
serían destinados al mismo ente que está juzgan-
do, perdiéndose los principios de legalidad, debido 
proceso, autonomía, imparcialidad e independen-
cia judicial. 

3.5. La entidad que administre y comercialice 
los activos del Frisco debe ser autosostenible con 
los recursos derivados de la gestión de activos y 
desagregar esta actividad a favor de la Fiscalía im-
plicaría ir en contra de dicha política puesto que 

la infraestructura de una entidad netamente públi-
ca implica gastos mayores al que puede poseer un 
operador de activos mixto.

3.6. El éxito del modelo de gestión de activos 
extinguidos radica en la construcción de alianzas 
con el sector privado a efectos de trasladar el ries-
go de inversiones a este último; bajo una gestión de 
activos con la Fiscalía estos modelos de operación 
con privados se hacen más engorrosos y lentos. 

4. Comentarios al articulado propuesto 
4.1. Artículo 90 (competencia y reglamenta-

ción): Se recomienda que la facultad del señor 
Presidente sea tan amplia que le permita en ejerci-
cio de sus funciones, determinar si crea una nueva 
entidad o fortalece una existente para la adminis-
tración de los bienes incautados afectados con me-
didas cautelares dentro del proceso de extinción de 
dominio y aquellos que ya han sido objeto de tal 
decisión judicial. 

4.2. Artículos 93 y 98 (enajenación y destruc-
ción): La potestad de enajenar y destruir los bienes 
afectados con medidas cautelares sobre cuya ex-
tinción de dominio aún el juez no se haya pronun-
ciado, se recomienda limitarla a casos de “extrema 

para proceder de conformidad. De lo contrario, po-
dría dejarse abierta una puerta de demandas que 
lleguen a presentar los propietarios cuando la deci-
sión judicial no sea extintiva de dominio y resulte 
condenada la Nación por montos que podrían re-
presentar detrimento patrimonial. Se debe aclarar 
que la medida cautelar no garantiza las condicio-

propiedad así esta se encuentre cuestionada.
4.3. Artículo 100: (administración por terceros 

especializados): La redacción restringe la admi-
nistración, sin tener en cuenta los bienes muebles 
e inmuebles. En cuanto a la expresión “terceros 
especializados”, se encuentra que el Código Civil 
en los artículos 2236 en adelante alude a la expre-
sión ‘depositario” como la persona que, mediante 
un contrato de depósito recibe una cosa corporal o 
mueble para que la guarde y la restituya en espe-
cie, a voluntad del depositante. 

4.4. Artículo 103 (devolución de bienes): Como 
el proceso culmina con un fallo judicial, este de-

-
sales vigentes. En consecuencia, no es exigible 
jurídicamente al administrador que proceda a una 

administrador deberá publicar en un diario de am-
plia circulación nacional, el primer sábado de cada 
mes, un aviso que enliste las sentencias ejecutoria-
das declaratorias de extinción de dominio de los 
bienes bajo su administración, para que los inte-
resados se enteren de que aquellos se encuentran 
a su disposición y conozcan el procedimiento para 
su devolución. 
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5. La asignación de inmuebles rurales para 
programas de tierras

El esquema legal en el cual ha sido estructurada 
la política de restitución de tierras, contempla que 
todo bien susceptible de restitución corresponde al 
solicitado por los despojados, quienes radican su 
solicitud en el registro de restitución; por lo tan-
to, el Fondo de Restitución solamente efectúa la 
solicitud de activos a la DNE, en el evento que co-
rresponda a un inmueble sobre el cual ya se haya 
iniciado el proceso de restitución, y exista una 
proximidad al fallo. En atención a lo anterior, no 
se puede partir de la premisa que todos los bienes 
rurales se trasladan a estas entidades, dado que es-
tas no fueron creadas para recibir activos que nun-
ca procederán a utilizar en ejercicio de su política, 
lo que convertirla los fondos de restitución en un 
banco de activos improductivos sin uso para sus 
programas.

Por otra parte, debe señalarse que el Decreto 
número 4829 de 2011, por el cual se reglamenta el 
Capítulo 111 del Título IV de la Ley 1448 de 2011, 

inclusión en el Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente, solo sobre aquellos 

cuales hayan sido afectados éstos bienes, es decir, 
que la URT en principio solo administrará aquellos 
bienes objeto de reclamación por parte del despo-
jado, y en el caso de requerir compensación, solo 
será equivalente un inmueble de las mismas carac-
terísticas, luego no es atribuible la administración 
de otros bienes con tipologías distintas a las seña-
ladas en la Ley 1448 de 2011, de ser así se desbor-

daría la esencia para la cual fue creada la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas. 

Por las anteriores consideraciones, de la manera 
más respetuosa el Ministerio de Hacienda y Crédi-
to Público se abstiene de emitir concepto favorable 
al proyecto de ley, hasta tanto no sean subsanados 
los aspectos mencionados, no sin antes manifestar 
la voluntad de colaborar con la actividad legislati-

Cordialmente,
Carolina Soto Losada,

Viceministra General encargada  
de las funciones del Despacho del Ministro  

de Hacienda y Crédito Público.
Con copia a: 
Doctor Eduardo Montealegre Lynett, Fiscal 

General de la Nación – Autor. 
Honorable Senador Jesús Ignacio García Valen-

cia – Ponente. 
Honorable Senador Hernán Francisco Andrade 

Serrano – Ponente. 
Honorable Senador John Sudarsky Rosenbaum 

– Ponente. 
Honorable Senador Juan Carlos Vélez – Ponente. 
Honorable Senador Hemel Hurtado Angulo – 

Ponente. 
Honorable Senador Carlos Avellaneda – Ponente. 
Honorable Senadora Karime Mota y Morad – 

Ponente. 
Doctor Gregorio Eljach Pacheco, Secretario 

General del Senado de la República.

ANEXO 1
Recursos Distribuidos DNE a otras entidades vigencias 2003-2013

Millones de pesos corrientes

Entidad
Distribuciones Compromisos

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Ministerio de Defensa Nacional - Ejército 
Nacional 

11.202 140 3.746

Funcionamiento 3.032
Inversión 8.170 140 3.746
Programa CERO A SIEMPRE – 2013 - CNE 
20 mar-2012 

7.500 25.000

Inversión 7.500 25.000
Consejo Superior de la Judicatura de la Rama 
Judicial

423 709 49 3.986 1.760 1.600 1.600 1.680 780 18.649

Funcionamiento 423 3.986 1.760 1.600 1.400
Inversión 18.649
Ministerio del Interior y de Justicia 2.087 6.180 20 41.392 552 84.829 77.560 45.639 4.300 
Funcionamiento 1.827 1.392 552 752
Inversión 259 40.000 84.076 75.560 42.675
Ministerio de Justicia y del Derecho 6.704 23.375
Funcionamiento 6.704 11.200
Inversión 12.175
Ministerio del Interior 1.594
Funcionamiento 1.594
Policía Nacional 1.592 515 29.908 20 328 11.700 7.728 721 9.229
Funcionamiento 20 721
Inversión 1.592 29.908
Fiscalía General de la Nación 268 350 210 850 735 1.783 2.384 1.000 1.400 1.572
Funcionamiento 850 735 1.783
Inversión 268
Ministerio de Salud 1.572
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Entidad
Distribuciones Compromisos

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Vicepresidencia República 500 500 383
Proyecto SIMCI II 1.600
Ministerio de la Protección Social 100
Plan de Manejo Ambiental 108
Fondo Protección de Justicia. Dec. 1890/99 y 
200/2003

1.338 1.378

Coldeportes 480
Inversión Social – San Andrés 1.627 15.000
Inversión 1.627
Departamento Administrativo de Seguridad 
(DAS)

23.846 1.932 1.005

Inversión 23.846 1.932
Presidencia de la República – Grupo Móvil de 
Erradicación

11.763

Inversión 11.763
200

Funcionamiento 200
Procuraduría General de la Nación 1.402
Funcionamiento 279
Inversión 1.122
Dirección Nacional de Estupefacientes 104
Inversión 104
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial

77

Instituto Nacional Penitenciario (Inpec) 360
Inversión 360
Fondo Nacional Ambiental (Fonam) 119
Armada Nacional 67
Ministerio de Relaciones Exteriores 30
Red de Solidaridad Social 215
Otros 2.374
Total Anual 41.716 7.830 279 91.798 3.066 88.212 99.180 62.862 16.449 16.519 83.944

ANEXO 2
Distribuciones de la Dirección Nacional de Estupefacientes a otras entidades vigencias 2003-2013

Millones de pesos corrientes

Entidad
Giros Compromisos

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Ministerio de Defensa Nacional - Ejército 
Nacional 

11.202 – – 140 – – – – – – 3.746

Funcionamiento 3.032
Inversión 8.170 140 3.746
Programa CERO A SIEMPRE – 2013 - CNE 
20 mar-2012 

– 7.500 25.000

Inversión 7.500 25.000
Consejo Superior de la Judicatura de la Rama 
Judicial

423 709 49 3.986 1.760 1.600 1.530 1.614 780 18.649

Funcionamiento 423 3.986 1.760 1.600 1.330
Inversión 18.649
Ministerio del Interior y de Justicia 2.087 6.180 20 41.392 552 84.829 77.560 45.639 4.300 
Funcionamiento 1.827 1.392 552 752
Inversión 259 40.000 84.076
Ministerio de Justicia y del Derecho 6.704 23.375
Funcionamiento 6.704 11.200
Inversión 12.175
Ministerio del Interior 1.594
Funcionamiento 1.594
Policía Nacional 1.592 515 29.908 20 328 11.391 7.728 721 800
Funcionamiento 20 721
Inversión 1.592 29.908
Fiscalía General de la Nación 93 350 210 850 735 1.450 411 1.400
Funcionamiento 850 735 1.450
Vicepresidencia República 500 500 383
Proyecto SIMCI II 1.600
Ministerio de la Protección Social 100
Plan de Manejo Ambiental 108
Fondo Protección de Justicia. Dec. 1890/99 
y 200/2003

1.338 1.378

Coldeportes 480
Inversión Social – San Andrés 1.627 14.266
Inversión 1.627 14.266
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Entidad
Giros Compromisos

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Departamento Administrativo de Seguridad 
(DAS)

23.846 – – 1.932 – – – – – – –

Funcionamiento
Inversión 23.846 1.932
Presidencia de la República – Grupo Móvil 
de Erradicación

11.763

Funcionamiento
Inversión 11.763

200
Funcionamiento 200
Procuraduría General de la Nación 1.402
Funcionamiento 279
Inversión 1.122
Dirección Nacional de Estupefacientes 104
Inversión 104
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial

77

Instituto Nacional Penitenciario (Inpec) 360
Fondo Nacional Ambiental (Fonam) 119
Armada Nacional 67
Ministerio de Relaciones Exteriores 30
Red de Solidaridad Social 215
Total Anual 41.541 7.754 279 91.598 3.066 87.879 96.403 60.481 16.449 16.519 52.921

ANEXO 3
A continuación se muestran los costos, calculados por la Rama Judicial en el caso de los juzgados1: 

JUZGADOS
1. Gastos de Personal
• Tribunal Superior 
El proyecto propone la creación de un Tribunal en cada uno de los Distritos Judiciales de Bogotá, 

Medellín, Cali, Barranquilla y Cúcuta. 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ

ESTRUCTURA DE TRIBUNAL

DESPACHO CARGO GRADO TOTAL  
CARGOS GASTOS DE PERSONAL

SALA PENAL ESPECIALIZADA
MAGISTRADO DE TRIBUNAL NOM   3 1.013.045.869
AUXILIAR JUDICIAL GRADO 1 1   6 378.700.007

SECRETARÍA TRIBUNAL SUPERIOR

SECRETARIO DE TRIBUNAL NOM   1 90.045.760
RELATOR DE TRIBUNAL NOM   1 90.045.760
SUSTANCIADOR NOMINADO NOM   3 183.107.359 
TÉCNICO EN SISTEMAS 11   1 51.062.831 
CITADOR 4   2 61.636,436 

TOTAL TRIBUNAL 17 1.867.644.023

TRIBUNALES SUPERIORES DE MEDELLÍN, CALI, BARRANQUILLA Y CÚCUTA
ESTRUCTURA CADA TRIBUNAL COSTO TOTAL

DESPACHO CARGO GRADO TOTAL  
CARGOS GASTOS DE PERSONAL

SALA PENAL ESPECIALIZADA
MAGISTRADO DE TRIBUNAL NOM 12 4.052.183.477
AUXILIAR JUDICIAL GRADO 1 1 12 757.400.015

SECRETARÍA TRIBUNAL SUPERIOR

SECRETARIO DE TRIBUNAL NOM   4 360.183.042
RELATOR DE TRIBUNAL NOM  4 360.183.042
SUSTANCIADOR NOMINADO NOM 12 732.429.435
TÉCNICO EN SISTEMAS 11   4 204.251.325
CITADOR 4   8 246.545.742

TOTAL 56 6.713.176.077

• Juzgados Especializados 
Se establece también la creación de Juzgados Especializados tanto en los Distritos mencionados, 

como en los de otras ciudades, de esta forma:
JUZGADOS ESPECIALIZADOS EXTINCIÓN DE DOMINIO

DISTRITOS JUDICIALES DE BOGOTÁ, MEDELLÍN, BARRANQUILLA Y CÚCUTA (5 JUZGADOS POR DISTRITO)

DESPACHO CARGO GRADO TOTAL  
CARGOS GASTOS DE PERSONAL

JUZGADO ESPECIALIZADO
JUEZ DE CIRCUITO NOM   20 2.812.671.317
SECRETARIO DE CIRCUITO NOM   20 1.163.509.183 
SUSTANCIADOR NOM   40 2.098.961.818 

1 Costos enviados por la Rama Judicial en comunicaciones escritas el 20 de agosto y el 12 de septiembre de 2013.
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JUZGADOS ESPECIALIZADOS EXTINCIÓN DE DOMINIO
DISTRITOS JUDICIALES DE BOGOTÁ, MEDELLÍN, BARRANQUILLA Y CÚCUTA (5 JUZGADOS POR DISTRITO)

DESPACHO CARGO GRADO TOTAL  
CARGOS GASTOS DE PERSONAL

CENTRO DE SERVICIOS JUZGADOS 
EXTINCIÓN

PROFESIONAL UNIVERSITARIO 20     4 343.780.895 
TÉCNICO EN SISTEMAS 11     4 199.286.482 
SUSTANCIADOR NOM     8 419.792.364 
ASISTENTE ADMINISTRATIVO 6     8 276,498.376 
CITADOR 3     4 132.355.313 

TOTAL 108 7.446.855.748 

DISTRITOS JUDICIALES DE ANTIOQUIA, CUNDINAMARCA, IBAGUÉ, BUCARAMANGA, TUNJA, VILLAVICENCIO, NEIVA,  
MANIZALES, PASTO Y FLORENCIA  

(2 JUZGADOS POR DISTRITO)

DESPACHO CARGO GRADO TOTAL  
CARGOS GASTOS DE PERSONAL

JUZGADO ESPECIALIZADO
JUEZ DE CIRCUITO NOM 20 2.812.671.317
SECRETARIO DE CIRCUITO NOM 20 1.163.509.183 
SUSTANCIADOR NOM 40 2.098.961.818 

TOTAL 80 6.075.142.318

DISTRITOS JUDICIALES DE CARTAGENA, ARMENIA, CÚCUTA, PEREIRA, MONTERÍA, QUIBDÓ, PAMPLONA, RIOHACHA,  
SANTA MARTA, SINCELEJO, POPAYÁN Y VALLEDUPAR (1 JUZGADO POR DISTRITO)

DESPACHO CARGO GRADO TOTAL  
CARGOS GASTOS DE PERSONAL

JUZGADO ESPECIALIZADO
JUEZ DE CIRCUITO NOM 12 1.687.602.790
SECRETARIO DE CIRCUITO NOM 12 698.105.510
SUSTANCIADOR NOM 24 1.259.377.091 

TOTAL 48 3.645.085.391

2. Gastos Generales e Inversión
• Gastos de implementación 
Teniendo en cuenta que la Rama Judicial no cuenta con infraestructura para instalar dichos despachos 

judiciales, se recurriría a alternativas de arriendo o de construcción de inmuebles, con los correspon-
dientes costos:

Despachos con arriendo

CONCEPTO ÁREA 
M2

VR. 
ARRIENDO 

POR M2

ARRIEN-
DO ANUAL

MOBILIA-
RIO

EQUIPOS AA 
Y SISTEMAS 

EMERGENCIA

TOTAL 
POR  

UNIDAD

N° TRIBU-
NALES Y 

JUZGADOS
TOTAL

DESPACHO JUZGA-
DO *

80 15.000 14.400.000 32.204.704 44.030.000 90.634.704 52 4.713.004.616

CENTROS DE SER-
VICIOS

120 15.000 21.600.000 55.646.015 44.030.000 121.276.015 5 606.380.077

TRIBUNAL (Completo) 210 15.000 37.800.000 97.305.558 44.030.000 179.135.558 5 895.677.792
SALAS DE AUDIEN-
CIAS

40 15.000 7.200.000 26.055.456 44.030.000 77.285.456 57 4.405.270.992

TOTAL 81.000.000 211.211.734 176.120.000 468.331.734 119 10.620.333.477

Despachos con construcción y/o adquisición

CONCEPTO ÁREA 
M2

CONSTRUC-
CIÓN POR 

METRO

TOTAL 
CONS-

TRUCCIÓN

MOBILIA-
RIO

EQUIPOS AA
Y SISTEMAS 

EMERGENCIA

TOTAL
POR UNI-

DAD

N° TRIBU-
NALES Y 

JUZGADOS
TOTAL

DESPACHO JUZGA-
DO *

80 3.000.000 240.000.000 32.204.704 44.030.000 316.234.704 52 16.444.204.616

CENTROS DE SER-
VICIOS

120 3.000.000 360.000.000 55.646.015 44.030.000 459.676.015 5 2.298.380.077

TRIBUNAL (Comple-
to)

210 3.000.000 630.000.000 97.305.558 44.030.000 771.335.558 5 3.856.677.792

SALAS DE AUDIEN-
CIAS

40 3.000.000 120.000.000 26.055.456 44.030.000 190.085.456 57 10.834.870.992

TOTAL 450 1.350.000.000 211.211.734 176.120.000 1.737.331.734 119 33.434.133.477

• Gastos en Tecnología 
Extinción dominio # Despacho Equipo PC Impresora Punto LAN Punto UPS Escaner

Valor unitario * 3.600.000 1.800.000 1.500.000 1.500.000 5.800.000
Tribunales 15 162.000.000 54.000.000 112.500.000 112.500.000 0
Secretarias 5 144.000.000 18.000.000 67.500.000 67.500.000 29.000.000
Centro Servicios 5 144.000.000 18.000.000 67.500.000 67.500.000
Juzgados 52 748.800.000 187.200.000 468.000.000 468.000.000 301.600.000
TOTAL 77 1.198.800.000 277.200.000 715.500.000 715.500.000 330.600.000

* Incluye software, hardware e instalación en el Despacho.
Extinción dominio *Despacho Acceso Internet Insumos impresión Salas Tipo-1

Valor unitario 1.920.000 6.050.000 25.000.000
Tribunales 15 86.400.000 181.500.000 375.000.000
Secretarías 5 76.800.000 60.500.000 0
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Extinción dominio *Despacho Acceso Internet Insumos impresión Salas Tipo-1
Centro Servicios 5 76.800.000 60.500.000 0
Juzgados 52 399.360.000 629.200.000 1.300.000.000
TOTAL 77 639.360.000 931.700.000 1.675.000.000

TOTAL GENERAL 6.483.660.000

• Gastos recurrentes
Dentro de este rubro se incluye adquisición de 

bienes y servicios, mantenimiento, comunicacio-
nes y transporte, impresos y publicaciones, y ser-
vicios públicos.

TIPO DE  
DESPACHO

N° DESPA-
CHOS

COSTO  
UNITARIO

COSTO  
TOTAL

Despacho de Tribunal 15 102.603.000 1.539.045.000 
Juzgado Especializado 52   80.466.000 4.184.232.000 
TOTAL 67 183.069.000 5.723.277.000. 

• Gastos en Seguridad 
Debido a que los funcionarios que ejercen la 

Extinción de Dominio son de alto riesgo, se nece-
sita establecer esquemas de protección, conforma-
dos por chalecos antibalas, así como por camione-
tas con sus respectivos conductores.

CONCEPTO
PRECIO

UNITARIO

N°
FUNCIO-
NARIOS

COSTO  
TOTAL

Camionetas blindadas 191.100.888 67 12.803.759.496 
Chalecos antibalas Tipo 
III 1.293.000 67 86.631.000 

TOTAL 192.393.888 67 12.890.390.496 

• Capacitación 
Para capacitar a los funcionarios en lo referente 

al Código de Extinción de Dominio, se impartirá 
una cátedra en los Distritos Judiciales de Bogotá, 
Medellín, Cali, Barranquilla, Cúcuta, Antioquia, 
Cundinamarca, Ibagué, Bucaramanga, Tunja, Vi-
llavicencio, Neiva, Manizales, Pasto y Florencia. 

CONCEPTO VALOR

Etapa 1: Diseño Curricular 1.119.000.000 

Etapa 2: Plan de estudios para implementación del sub-
programa de extinción de dominio año 2014 

770.000.000 

Etapa 3: Plan de estudios para implementación del sub-
programa de extinción de dominio año 2015 

1.005.000.000 

TOTAL 2.894.000.000 

Resumen necesidades Extinción de Dominio - 
Juzgados Rama Judicial

Teniendo en cuenta lo explicado, en la siguien-
te tabla se muestra un consolidado de los costos 
asociados a este proyecto de parte de la Rama Ju-
dicial: 

CONCEPTO
COSTO CON
ARRIENDO

DE INMUEBLES

COSTO CON
CONSTRUCCIÓN Y/O

ADQUISICIÓN DE
INMUEBLES

Gastos de Personal 25.747.903.557 25.747.903.557 

Gastos Implementación 10.620.333.477 33.434.133.477 

Gastos Recurrentes 5.723.277.000 5.723.277.000 

Tecnología 6.483.660.000 6.483.660.000 

Seguridad 12.890.390.496 12.890.390.496 

Capacitación 2.894.000.000 2.894.000.000 

TOTAL 64.359.564.530 87.173.364.530 

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTE-
RIO DE TRABAJO AL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 11 DE 2012 SENADO
por medio de la cual se modi ca el artículo 3 
de la Ley 797 de 2003, por la cual se reforman 
algunas disposiciones del Sistema General de 
Pensiones previsto en la Ley 00 de 993, y se 
adoptan disposiciones sobre los regímenes pen-
sionales exceptuados y especiales y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 11 de octubre de 2013
Doctor
GREGORIO ELJACH PACHECO
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Concepto institucional al Proyecto de 

ley número 11 de 2012 Senado, por medio de la 
cual se modi ca el artículo 3 de la Ley 797 de 
2003, por la cual se reforman algunas disposicio-
nes del Sistema General de Pensiones previsto en 
la Ley 00 de 993, y se adoptan disposiciones so-
bre los regímenes pensionales exceptuados y espe-
ciales y se dictan otras disposiciones.

Respetado señor Secretario: 
De manera atenta, me permito emitir concepto 

institucional en relación con el proyecto de ley del 
asunto de la referencia, de acuerdo con los temas 
de competencia de esta cartera Ministerial, en los 
siguientes términos: 

1. Pretensiones del proyecto de ley
Mediante el proyecto de ley sometido a consi-

deración de este Ministerio, se pretende adicionar 
el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, por medio 

la pensión de sobrevivientes al cónyuge inocente 
en el divorcio judicialmente decretado, siempre y 
cuando reúna las siguientes condiciones:

1. Que estuviere recibiendo alimentos por parte 
del causante.

2. Que dentro del proceso de sucesión del cau-
sante no se hubiera deducido de los bienes relictos 
la asignación alimentaria forzosa a favor del cón-
yuge inocente.

3. Que tenga cincuenta (50) años o más de edad 
en caso de ser mujer, o cincuenta y cinco (55) años 
o más de edad en caso de ser hombre, y

4. Que nunca haya cotizado al Sistema de Segu-
ridad Social en Pensión. 

La pensión de sobrevivientes le será recono-
cida al cónyuge inocente de manera vitalicia, en 
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proporción al número de semanas que el causante 
hubiera cotizado durante el tiempo de convivencia 
con aquel.

En síntesis, el proyecto pretende convertir en 

cónyuge inocente1 del causante, a quien este úl-
timo pagaba alimentos, siempre que de los bienes 
relictos no se hubiere deducido alguna cuota ali-
mentaria; que fuere mayor de 50 (mujer) o de 55 
años (hombre); y que nunca hubiere cotizado al 
sistema de seguridad social. 

2. Normatividad vigente
La Constitución Política, dispuso en el artículo 

48 lo siguiente:
“La Seguridad Social es un servicio público de 

carácter obligatorio que se prestará bajo la direc-
ción, coordinación y control del Estado, en suje-
ción a los principios de e ciencia, universalidad y 
solidaridad, en los términos que establezca la ley.

“Se garantiza a todos los habitantes el derecho 
irrenunciable a la Seguridad Social.

“El Estado, con la participación de los particu-
lares, ampliará progresivamente la cobertura de 
la Seguridad Social que comprenderá la presta-
ción de los servicios en la forma que determine la 
ley.

“La Seguridad Social podrá ser prestada por 
entidades públicas o privadas, de conformidad 
con la ley.

“No se podrán destinar ni utilizar los recursos 
de las instituciones de la Seguridad Social para 
nes diferentes a ella.

“La ley de nirá los medios para que los recur-
sos destinados a pensiones mantengan su poder 
adquisitivo constante.

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número 1 de 2005. El nuevo texto es el 
siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la 
sost ni ilidad nan i ra d l ist a nsional, 
respetará los derechos adquiridos con arreglo a la 
ley y asumirá el pago de la deuda pensional que 
de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en 

ateria ensional e se e idan on osteriori-
dad a la entrada en igen ia de este a to legislati-
o  de erán aseg rar la sosteni ilidad nan iera 

de lo esta le ido en ellas.
“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 

Legislativo número 1 de 2005. El nuevo texto es 
el siguiente:> Sin perjuicio de los descuentos, de-
ducciones y embargos a pensiones ordenados de 
acuerdo con la ley, por ningún motivo podrá de-
jarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de 
la mesada de las pensiones reconocidas conforme 
a derecho.

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número 1 de 2005. El nuevo texto es 
el siguiente:> Para adquirir el derecho a la pen-
sión será necesario cumplir con la edad, el tiempo 
1 Es decir, el excónyuge que no fue el culpable del divor-

cio.

de servicio, las semanas de cotización o el capital 
necesario, así como las demás condiciones que se-
ñala la ley, sin perjuicio de lo dispuesto para las 
pensiones de invalidez y sobrevivencia. Los requi-

pensión de invalidez o de sobrevivencia serán los 
establecidos por las leyes del Sistema General de 
Pensiones.

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número 1 de 2005. El nuevo texto es el 
siguiente:> (…).

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número 1 de 2005. El nuevo texto es el 
siguiente:> (…).

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número  de 200 . El nuevo texto es el 
siguiente:> (…).

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número  de 200 . El nuevo texto es el 
siguiente:> (…).

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número 1 de 2005. El nuevo texto es el 
siguiente:> (…).

“<Inciso adicionado por el artículo ° del Acto 
Legislativo número 1 de 2005. El nuevo texto es el 
siguiente:> (…).

“Parágrafo . <Parágrafo adicionado por el 
artículo ° del Acto Legislativo número 1 de 2005. 
El nuevo texto es el siguiente:> (…).

“Parágrafo 2 . <Parágrafo adicionado por el 
artículo ° del Acto Legislativo número 1 de 2005. 
El nuevo texto es el siguiente:> (…).

“Parágrafo transitorio . (…).
“Parágrafo transitorio 2 . (…)”. (Las negrillas 

no son del texto).
El artículo 20 de la Ley 100 de 1993, estableció 

la siguiente manera:
“En el régimen de prima media con prestación 

de nida el 0.  del ingreso base de cotización se 
destinará a nanciar la pensión de vejez y la cons-
titución de reservas para tal efecto. El 3% restan-
te so re el ingreso ase de otiza i n se destinará 
a nan iar los gastos de ad inistra i n y la en-
si n de in alidez y so re i ientes.

“(…)”. (Las negrillas no son del texto).
Por su parte, el Decreto Reglamentario número 

832 de 1996 previó lo siguiente:
Artículo 6º. inan ia i n de la ensi n -

ni a de in alidez y de so re i ientes en el r gi-
en de ri a edia  En el Régimen Solidario de 

Prima edia con Prestación De nida, la entidad 
administradora podrá asumir directamente, on 
argo al ondo o n, los riesgos de invalidez y 

muerte, constituyendo las reservas respectivas, o 
odrá ontratar los seg ros orres ondientes”. 

(Las negrillas no son del texto).
Artículo 8°. inan ia i n de la ensi n -

ni a de in alidez y de so re i ientes en el r gi-
en de a orro indi id al  En el Régimen de Aho-
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rro Individual con Solidaridad, la Pensión Mínima 

los recursos de la cuenta de ahorro individual in-
cluidas las cotizaciones voluntarias, el valor de los 
bonos y/o títulos pensionales cuando a ello hubiere 
lugar y con la suma adicional que sea necesaria 

la pensión mínima.
“La suma adicional necesaria para obtener 

dicha garantía, estará a cargo de la aseguradora 
con la cual se haya contratado el seguro de invali-
dez o sobrevivientes según el caso.

“Las entidades administradoras deberán con-
tratar los seguros que garanticen el pago de las 
pensiones en los términos de los artículos 40 y 48 
de la Ley 00 de 993, teniendo en cuenta que en 
ningún caso las pensiones podrán exceder el 7  
del ingreso base de liquidación ni ser inferiores al 
salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de 
la causación del derecho. 

“En consecuencia, las administradoras debe-
rán adicionar los contratos celebrados y que se 
encuentran vigentes, o celebrar un nuevo contrato 
que ampare dichos riesgos.

arágra o  Las cotizaciones voluntarias no 

de invalidez y sobrevivientes, salvo que ello se re-

caso de la pensión de sobrevivientes. En el caso en 
que no se requiera o no se disponga de las cotiza-
ciones voluntarias, para los efectos a que se ha he-
cho referencia, estas deberán quedar a disposición 

ahorro individual”.
El artículo 13 de la Ley 797 de 2003

los artículos 46 y 47 de la Ley 100 de 1993, en los 
siguientes términos:

“Artículo 47. Bene ciarios de la Pensión de 
Sobrevivientes. Son bene ciarios de la pensión de 
sobrevivientes:

“a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compa-
ñera o compañero permanente o supérstite, siem-
pre y cuando dicho bene ciario, a la fecha del fa-
llecimiento del causante, tenga 30 o más años de 
edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia 
se cause por muerte del pensionado, el cónyuge 
o la compañera o compañero permanente supérs-
tite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida 
marital con el causante hasta su muerte y haya 
convivido con el fallecido no menos de cinco ( ) 
años continuos con anterioridad a su muerte; 

“b) En forma temporal, el cónyuge o la com-
pañera permanente supérstite, siempre y cuando 

causante, tenga menos de 30 años de edad, y no 
haya procreado hijos con este. La pensión tempo-

una duración máxima de 20 años. En este caso, el 

su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si 
tiene hijos con el causante aplicará el literal a). 

“Si respecto de un pensionado hubiese un com-
pañero o compañera permanente, con sociedad 
anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir 
parte de la pensión de que tratan los literales a) y 
b) del presente artículo, dicha pensión se dividirá 
entre ellos (as) en proporción al tiempo de convi-
vencia con el fallecido.

“En caso de convivencia simultánea en los úl-
timos cinco años, antes del fallecimiento del cau-
sante entre un cónyuge y una compañera o compa-
ñero permanente, la bene ciaria o el bene ciario 
de la pensión de sobreviviente será la esposa o el 
esposo. Si no existe convivencia simultánea y se 
mantiene vigente la unión conyugal pero hay una 
separación de hecho, la compañera o compañero 
permanente podrá reclamar una cuota parte de 
lo correspondiente al literal a en un porcentaje 
proporcional al tiempo convivido con el causante 
siempre y cuando haya sido superior a los últimos 
cinco años antes del fallecimiento del causante. 
La otra cuota parte le corresponderá al cónyuge 
con la cual existe la sociedad conyugal vigente; 

“c) Los hijos menores de 8 años; los hijos ma-
yores de 8 años y hasta los 2  años, incapaci-
tados para trabajar por razón de sus estudios y 
si dependían económicamente del causante al mo-
mento de su muerte, siempre y cuando acrediten 
debidamente su condición de estudiantes (…)2; y, 
los hijos inválidos si dependían económicamente 
del causante, esto es, que no tienen ingresos adi-
cionales, mientras subsistan las condiciones de in-
validez. Para determinar cuándo hay invalidez, se 
aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de 
la Ley 00 de 993; 

“d) A falta de cónyuge, compañero o compa-
ñera permanente e hijos con derecho, serán bene-

-
nómicamente (…)3 de este; 

“e) A falta de cónyuge, compañero o compañe-
ra permanente, padres e hijos con derecho, serán 
bene ciarios los hermanos inválidos del causante 
si dependían económicamente de este.

“Parágrafo. Para efectos de este artículo se re-
querirá que el vínculo entre el padre, el hijo o el 
hermano inválido sea el establecido en el Código 
Civil”.

Por último, el Código Civil dispone lo siguiente:
“Artículo 4 . itulares del derecho de alimen-

tos. <Apartes tachados INEXEQUIBLES> Se de-
ben alimentos:

“ . <Numeral C NDICI NAL EN E exe-
quible> Al cónyuge.

2 . A los descendientes legítimos.
3 . A los ascendientes legítimos.

2 Texto omitido declarado INEXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-1094 de 2003.

3 Texto omitido declarado INEXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional, mediante Sentencia C-111 de 2006.
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4 . <Numeral modi cado por el artículo 23 de 
la Ley  de 97 . El nuevo texto es el siguiente:> 

 argo del ny ge l a le  al ny ge di or-
iado o se arado de er o sin s  l a

. <Numeral modi cado por el artículo 3  de 
la Ley 7  de 9 8. El nuevo texto es el siguiente:> 
A los hijos naturales, su posteridad legítima y a 
los nietos naturales.

. <Numeral modi cado por el artículo 3  de 
la Ley 7  de 9 8. El nuevo texto es el siguiente:> 
A los Ascendientes Naturales.

7 . A los hijos adoptivos.
8 . A los padres adoptantes.
9 . A los hermanos legítimos.
0. Al que hizo una donación cuantiosa si no 

hubiere sido rescindida o revocada.
La acción del donante se dirigirá contra el do-

natario.
“No se deben alimentos a las personas aquí 

designadas en los casos en que una ley se los nie-
gue”. (Las negrillas no son del texto).

“Artículo 1016. <Deducciones>. <Palabra ta-
chada INEXEQUIBLE.> En toda sucesión por 
causa de muerte, para llevar a efecto las dispo-
siciones del difunto o de la ley, se deducirán del 
acervo o masa de bienes que el difunto ha dejado, 
incluso los créditos hereditarios:

“1°. Las costas de la publicación del testamen-
to, si lo hubiere, y las demás anexas a la apertura 
de la sucesión.

2°. Las deudas hereditarias.

masa hereditaria.
4°. Las asignaciones alimenticias forzosas.
5°. <Numeral CONDICIONALMENTE exe-

quible> La porción conyugal a que hubiere lugar, 
en todos los órdenes de sucesión, menos en el de 
los descendientes legítimos. El resto es el acervo 
líquido de que dispone el testador o la ley”. (Las 
negrillas no son del texto).

3. Análisis de constitucionalidad 
Estudiado el texto del Proyecto de ley número 

11 de 2012 y su exposición de motivos, este Minis-
terio considera que, en principio, su contenido se 
ajusta a lo dispuesto en el inciso 9º del artículo 48 
de la Constitución, adicionado por el Acto Legis-
lativo número 01 de 2005, según el cual “(…) Los 
requisitos y bene cios para adquirir el derecho a 
una pensión de invalidez o de sobrevivencia serán 
los establecidos por las leyes del iste a eneral 
de ensiones . (Destaco).

Sin embargo, es importante señalar que la pen-
sión de sobrevivientes constituye una expresión 
del derecho a la seguridad social consagrada en el 
artículo 48 de la Constitución, pues tiene una fun-

-
-

mente a los que tenían con él un vínculo afectivo, 
convivían con el mismo, lo acompañaron hasta 
su muerte y dependían económicamente de él al 
momento de su fallecimiento. 

Al respecto, en Sentencia T-122 de 20004 la 
Corte Constitucional expresó: 

“ . 
“La ley colombiana ha contemplado la susti-

tución pensional como un mecanismo de seguri-
dad social orientado a roteger a los allegados de 

ien ere siendo titular de una pensión. Se tra-
ta de garantizar a los sobrevivientes, normalmente 
el cónyuge supérstite o el compañero o compañera 
permanente que sobrevive, y por supuesto a los hi-
jos, e dis ondrán de nos re rsos ara s  dig-
no sosteni iento, en forma tal que el deceso del 
pensionado no signi que una ruptura que afecte 
los derechos fundamentales del n leo a iliar  

“ actor primordial para la de nición acerca 
de si quien solicita una pensión sustitutiva tiene 
o no derecho a ella es la demostración del ne o 

e e ist a entre el soli itante y el tit lar de la 
ensi n, en cuanto se entiende que también esa 
ersona y el resto de la a ilia de end an de las 
esadas er i idas or a el. 
“(…). 
“(…)”. (Las negrillas no son del texto).
En Sentencia T-593 de 2007 , Magistrado Po-

nente, doctor Rodrigo Escobar Gil, el Tribunal 
Constitucional se remitió al siguiente aparte juris-
prudencial:

“La Corte ha reconocido, en diferentes oportu-
nidades, el ará ter nda ental del derecho a la 
pensión de sobrevivientes, en cuanto su reconoci-
miento y pago efectivo garantiza el ni o ital 
de las ersonas e de end an e on i a ente 
del a sante. Sobre el particular, señaló esta Cor-
poración: Ese derecho, para los bene ciarios es 
derecho fundamental por estar contenido dentro 
de valores tutelables: el derecho a la vida, a la 
seguridad social, a la salud, al trabajo. Es inalie-
nable, inherente y esencial. Y, hay una situación 
de indefensión del bene ciario respecto a quien 
debe pagarle la mesada’ . (Las negrillas no son 
del texto).

Así mismo, en la Sentencia T-110 de 20116 de 
la Corte Constitucional expresó:

“ at raleza y nalidad de la ensi n de so-
re i ientes  La rote i n onstit ional de la 
a ilia y el rin i io de ig aldad entre are as 
on or adas or ny ges o o a eros er a-

nentes en ateria de s stit i n ensional  
“34. La pensión de sobrevivientes o sustitución 

pensional es ‘una de las expresiones del derecho 
a la seguridad social consagrado en el artículo 48 
4 Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, Magistra-

do Ponente: Doctor JOSÉ GREGORIO HERNÁNDEZ 
GALINDO, Sentencia del diez (10) de febrero de dos 
mil (2000). Referencia: Expediente T-251059. 

5 Corte Constitucional, Sentencia T-173 de 1994, M. P. 
Alejandro Martínez Caballero, citado en T-593 de 2007.

6 Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, Ma-
gistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA 
Sentencia del veintidós (22) de febrero de dos mil once 
(2011). Referencia. Expediente T-2644270. 
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de la Constitución Política’7. Esta prestación tiene 
por o eto rin i al rindar na es e ial rote -
i n de ti o e on i o a la a ilia del aseg rado 

o ensionado e alle e.
“En uno de sus primeros pronunciamientos el 

ribunal Constitucional indicó que la sustitución 
pensional o pensión de sobrevivientes, tiene como 
nalidad ‘evitar que las ersonas allegadas al 

trabajador y bene ciarias del producto de su ac-
tividad laboral queden por el simple hecho de su 
fallecimiento en el desamparo o la desprotección. 
Principios de justicia retributiva y de equidad jus-
ti can que las ersonas e onstit an la a i-
lia del tra a ador tengan dere o a la resta i n 
ensional del fallecido para mitigar el riesgo de 

viudez y orfandad al permitirles gozar post mór-
tem del status laboral del trabajador fallecido’8.

“ ás recientemente, en Sentencia C- 094 de 
2003, esta Corporación, re riéndose a la pensión 
de sobreviviente o sustitución pensional, señaló 
que la ‘ nalidad esencial de esta prestación social 
es la rote i n de la a ilia o o n leo n-
da ental de la so iedad, de tal suerte que las per-
sonas que dependían económicamente del causan-
te puedan seguir atendiendo sus necesidades de 
subsistencia9, sin que vean alterada la situación 
social y económica con que contaban en vida del 
pensionado o a liado que ha fallecido 0. Por ello, 
la ley prevé que, en aplicación de un determinado 
orden de prelación, las ersonas ás er anas y 

e ás de end an del a sante y o art a on 
l s  ida  re i an na ensi n ara satis a er 

s s ne esidades .
“Asimismo, la Corte Constitucional en Provi-

dencia C-336 de 2008 puntualizó que ‘la pensión 
de sobrevivientes es una institución de la seguri-
dad social favorable a quienes se encuentran en 
situación involuntaria e insufrible de necesidad 
y requieren un tratamiento diferencial positivo o 
protector que les permita un reconocimiento digno 
e igualitario por parte de la sociedad’.

“3 . A partir de la nalidad asignada a la pen-
sión de sobrevivientes y la nutrida jurisprudencia 
constitucional sobre la materia, esta Corporación 
ha identi cado la existencia de tres rin i ios 
cardinales so re los e se edi a la ensi n de 
sobrevivientes: (i) rin i io de estabilidad e o-
n i a y so ial para los allegados del causante, 
de acuerdo con el cual ‘la sustitución pensional 
responde a la necesidad de mantener para su be-
ne ciario, al menos el mismo grado de seguridad 
social y económica con que contaba en vida del 
7 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-336 de 2008.
8 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-190 de 1993.
9 Al respecto esta Corporación había señalado que el pro-

pósito perseguido por la ley al establecer la pensión de 
sobrevivientes, es la de ofrecer un marco de protección a 

frente a las contingencias económicas derivadas de su 
muerte. Sentencia C-1176-01, […]. 

10 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-002 de 1999, 
[…]. 

11 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 1999.

pensionado fallecido, que al desconocerse pue-
de signi car, en no pocos casos, reducirlo a una 
evidente desprotección y posiblemente a la mise-
ria’ 2; (ii) rin i io de re i ro idad y solidaridad 
entre el causante y sus allegados, en cuanto la 
prestación en comento se otorga en favor de ier-
tas ersonas e sost vieron na rela i n a e ti-
va  ersonal y de a oyo on el aseg rado 3 y (iii) 

rin i io de niversalidad del servicio público de 
seguridad social, ‘toda vez que con la pensión de 
sobrevivientes se amplía la órbita de protección a 
favor de quienes probablemente estarán en inca-
pacidad de mantener las condiciones de vida que 
llevaban antes del fallecimiento del causante’”14. 
(Las negrillas no son del texto).

“(…). Así, la pensión de sobrevivientes es ex-
presión de un servicio público de carácter obliga-
torio, sometido a la dirección y control del Estado 
y sujeto a los principios de e ciencia, universali-
dad y solidaridad, según lo disponga la ley. (…). 
La intención del Constituyente es unívoca al in-
corporar a todos los ciudadanos en el sistema de 
seguridad social, de modo que queden cubiertos 
por los riesgos antes mencionados. En ese orden 
de ideas, ante la ocurrencia de siniestros, como es 
en el caso que nos ocupa el fallecimiento o la dis-
capacidad de la persona que prodigaba el susten-
to del n leo a iliar dependiente, el legislador 
ha jado una prestación que permite la continui-
dad de la pertenencia material al sistema, a través 
del reconocimiento de la pensión que sustituye el 
aporte económico del causante o discapacitado. 
El principio de universalidad se traduce, en el pre-
sente escenario, en la ausencia de interrupción en 
el acceso a los ingresos para la digna subsisten-
cia del n leo a iliar dependiente del a liado o 
pensionado. Sobre este respecto, la Corte ha insis-
tido en que ‘según el principio de universalidad, la 
cobertura en la protección de los riesgos inheren-
tes a la seguridad social debe amparar a todas las 
personas residentes en Colombia, en cualquiera 
de las etapas de su vida, sin discriminación algu-
na por razones de sexo, edad, raza, origen nacio-
nal o familiar, lengua, religión, opinión política o 
losó ca, etc.’ . En este sentido la Corporación 

ha hecho énfasis en que la universalidad implica 
que toda persona tiene que estar cobijada por el 
sistema de seguridad social y que ‘no es posible 
constitucionalmente que los textos legales exclu-
yan grupos de personas, pues ello implica una vul-
neración al principio de universalidad’ ” 7. (Las 
negrillas no son del texto). 
12 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-1176 de 2001.
13 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-1035 de 2008.
14 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-336 de 2006.
15 Ver entre otras las Sentencias C-623 y C-1024 de 2004, 

así como la Sentencia C-823 de 2006.
16 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-823 de 2006.
17 Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión Magis-

trado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA. Sen-
tencia T-716 de 2011, veintidós (22) de septiembre de 
dos mil once (2011).
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jurisprudencial, la Corte expresó que la “(…) pen-
sión de sobrevivientes, [es una] prestación que tie-
ne como nalidad garantizarles a los bene ciarios 
recursos su cientes para s bsistir on dignidad 
tras la erte de la ersona de ien de end an 
ara satis a er s s ne esidades bási as. (…)”18. 

(Las negrillas no son del texto).
De acuerdo con los anteriores pronunciamien-

al cónyuge supérstite o el compañero o compañe-
ra permanente que sobrevive, y por supuesto a los 
hijos, para que dispongan de unos recursos para su 
digno sostenimiento, y de esta manera proteger los 
derechos fundamentales del núcleo familiar.

En general, los criterios que ha tenido el legis-
lador para determinar quiénes deben ser los bene-

de orden afectivo, tales como la cercanía afectiva 
con el causante, y la convivencia con este duran-
te cierto tiempo hasta el momento de su muerte, 
y de orden económico, como la dependencia eco-
nómica con respecto al causante pensionado, y la 
incapacidad por razón de la edad, del estudio o de 
la invalidez para valerse por sí solo.

Para este Ministerio, es claro que de conformi-
dad con la jurisprudencia de la Corte Constitucio-
nal sobre la materia, la pensión de sobrevivientes 
se ha instituido para proteger el núcleo familiar, 
es decir, a las personas más cercanas al causante, 
que tenían un vínculo afectivo, que convivieron 
con él y le brindaron apoyo hasta el momento 
de su muerte y además dependían económica-
mente del mismo. 

En esas condiciones, el Ministerio considera 
que no
pensión al cónyuge divorciado inocente toda vez 
que, si bien podía depender económicamente del 

-
tos), ya no pertenecía a su núcleo familiar, pre-
cisamente por haberse divorciado (pues con el di-
vorcio se disuelve el vínculo jurídico) y, por ende, 
no puede considerarse como un familiar cercano o 
allegado que merezca una protección especial para 
mitigar el dolor que le pueda producir la muerte y 
no desampararlo económicamente. 

De otra parte, se considera que el proyecto de 
ley sometido a consideración de este Ministerio, 
atenta contra el principio de -
ciera de las pensiones previsto en el mismo artí-
culo 48 de la Carta, y no contiene análisis alguno 

-
vivencia para el cónyuge divorciado inocente, ni 
“asegura” dicha sostenibilidad, como lo expresa el 
inciso 7º del mencionado artículo 4819.
18 Corte Constitucional. Sala Plena. M. P. María Victoria 

Calle Correa. Sentencia SU-158 del 21 de marzo de 
2013. Expediente T-3331829.

19 “(…). Las leyes en materia pensional que se expidan con 
posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legis-
lativo, deberán aseg rar la sostenibilidad nan iera de 
lo estable ido en ella”

En efecto, de conformidad con la Ley 100 de 
1993 y el Decreto Reglamentario número 832 de 
1996 la pensión de sobrevivientes en el sistema de 

con cargo a un fondo común, y con cargo a los re-
cursos de la cuenta de ahorro individual incluidas 
las cotizaciones voluntarias, el valor de los bonos 
y/o títulos pensionales cuando a ello hubiere lu-
gar y con la suma adicional que sea necesaria para 

pensión mínima (a cargo de una compañía asegu-
radora). 

En la Sentencia C-671 de 200120, la Corte 
Constitucional reiteró que la pensión de sobrevi-
vientes es la prestación que se deriva del asegu-
ramiento del riesgo de muerte del pensionado o 

Fon-
do común conformado por las cotizaciones de los 

el caso del Régimen de Prima Media, o con cargo a 
una compañía de seguros en el caso del Régimen 
de Ahorro Individual. En efecto:

“(…).
“En el régimen de prima media se crea un fon-

do o reserva especial para el pago de estas presta-
ciones dentro de la administradora y en el régimen 
de ahorro individual se adquiere un seguro pre-
visional de invalidez y sobrevivientes para todos 
los a liados cotizantes. En ambos casos el pago se 
realiza mensualmente.

“Si no existe el pago de este valor, no se podrá 
constituir la mutualidad y no se contará con re-
cursos para reconocer la pensión de invalidez o 
sobrevivencia.

“Esta mutualidad, además, es la forma en la 
cual se expresa el principio de solidaridad involu-
crado en ambos regímenes para estas pensiones, 
pues en prima media los aportes de los activos 
permiten asumir estas pensiones directamente 
(a toseg ro) y en el régimen de ahorro indivi-
dual, en adición a lo anterior, las pólizas prevén 
un mecanismo de participación de utilidades para 
los a liados.

“(…). 
“Lo anterior, es la aplicación práctica a la ne-

cesaria delidad que se requiere para dar viabili-
dad e on i a a las pensiones que se reconoce. 

“(…). 
“Al respecto la Corte hace énfasis en que re-

tender la a lia i n de obert ra sin tener en 
enta los e ilibrios nan ieros ni os e le 

den viabilidad  res ltar a total ente irrazonable  
es ondr a en eligro la osibilidad is a de 

aseg rar la resta i n res e tiva”. (Las negrillas 
no son del texto).

Según lo previsto en el artículo 46 de la Ley 

20 Corte Constitucional, Sala Plena, M. P.: Doctor ÁLVA-
RO TAFUR GALVIS. Sentencia del trece (13) de junio 
del 2001. Referencia: Expediente D-3280. Actor: Luis 
Ernesto Arciniegas Triana.
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Ley 797 de 2003,  señalados en el 
artículo 47 podrán tener derecho a una pensión de 

-
liado hubiere cotizado cincuenta semanas dentro 
de los tres últimos años inmediatamente anterio-
res al fallecimiento y se acrediten ciertas condicio-
nes. De la exposición de motivos de la mencionada 
Ley 797 (que fue de iniciativa gubernamental), así 
como de los diversos debates que se surtieron en el 
Congreso sobre sus respectivos proyectos, se pue-
de deducir que las medidas adoptadas en ese año, 
entre otras, los requisitos para acceder a la pensión 
de sobrevivientes, se establecieron luego de que el 
Gobierno hiciera los respectivos cálculos sobre su 

En efecto, el legislador del año 2003 pretendió 
introducir una reforma profunda al Sistema Gene-
ral de Pensiones para asegurar su, ya amenazada, 
sostenibilidad económica. Por esa razón, al regu-
lar la pensión de sobrevivientes, previó un tiem-
po mínimo de cotización, considerando que las 
sumas recibidas para cubrir el riesgo de muerte, 

cotizantes,  para generar 
un fondo común separado o una mutualidad que 

integrantes del grupo familiar. 
En esas condiciones, aumentar la cobertura de 

-
rios, necesariamente tendrá un efecto en los costos 
de la misma, cuyo análisis se echa de menos en el 
Proyecto de ley número 11 de 2012 Senado y en su 
exposición de motivos, contrariando lo dispuesto 
en el inciso 7º del artículo 48 de la Constitución, 
según el cual “Las leyes en ateria ensional e 
se e idan on osterioridad a la entrada en vi-
gen ia de este a to legislativo  deberán aseg rar 
la sostenibilidad nan iera de lo estable ido en 
ellas  y en el artículo 7º, inciso 2º de la Ley 819 
de 2003, según el cual “(…) para estos propósitos, 
deberá incluirse expresamente en la exposición de 
motivos y en las ponencias de trámite respectivas 

y la fuente de 
-

miento de dicho costo” (destaco). 
En síntesis, en la medida en que aumente el 

-
vientes, el valor del siniestro (o la suma adicional 
que debe aportar el fondo común o la compañía de 
seguros con cargo al seguro de invalidez o muer-
te) será mayor y requerirá de nuevas fuentes de 

, máxime en este caso en el que se 
-

te con una pensión de sobrevivientes vitalicia. Por 
-

rios, por lo menos debería implicar un aumento en 
el número de semanas y el tiempo de cotización 
previstos en la Ley 797 de 2003. 

4. Análisis de conveniencia
Con base en lo anteriormente expuesto, este 

Ministerio considera inconveniente, además de in-
constitucional, la iniciativa de incluir al cónyuge 

la pensión de sobrevivientes.

5. Concepto
Por lo expuesto anteriormente, este Ministerio 

considera que el Proyecto de ley número 11 de 
2012 Senado debe ser archivado.

Atentamente,
Rafael Pardo Rueda,
Ministro del Trabajo.

c.c Ponentes: Claudia Wilches Sarmiento, Glo-
ria Inés Ramírez Ríos, Edinson Delgado Ruiz.

* * *
CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 

DE TRABAJO AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 238 DE 2013 SENADO

por la cual se establece el fuero de paternidad, se 
amplía el periodo de presunción de despido por 
motivo de embarazo o lactancia, y se dictan otras 

disposiciones (Ley José).
Bogotá, D. C., 3 de octubre de 2013
Doctor
GREGORIO ELJACH PACHECO
Secretario 
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Alcance al Concepto institucional 

al Proyecto de ley número 238 de 2013 Senado, 
por la cual se establece el fuero de paternidad, se 
amplía el periodo de presunción de despido por 
motivo de embarazo o lactancia, y se dictan otras 
disposiciones (Ley José).

Respetado señor Secretario: 
En relación con el proyecto de ley de la referen-

cia y, después de haberlo discutido con su autor, el 
honorable Senador José Félix Valera, de manera 
atenta me permito dar alcance al concepto institu-
cional sobre el proyecto de ley de la referencia, en 
los siguientes términos: 

1. Pretensiones del proyecto de ley
Mediante el proyecto de ley citado en el asunto, 

se pretende esencialmente adoptar las siguientes 
medidas: 

a) La ampliación del período de presunción de 

lactancia (de 3 a 6 meses), prevista en el artícu-

que coincida con el término previsto en el mismo 
código para los descansos remunerados durante la 
lactancia.

b) La creación del fuero de paternidad, me-
diante un nuevo artículo del citado Código (el 240 

de despido de todo trabajador (sin autorización del 
Inspector de Trabajo), cuyo cónyuge o compañera 
permanente se encuentre en estado de embarazo y 

es proteger especialmente a los niños que estén por 
nacer, como complemento del fuero de materni-
dad ya existente.
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Normatividad vigente
1.1. Ordenamiento interno:
La Constitución Política estableció una protec-

ción especial a la familia, a la mujer en estado de 
gravidez o embarazo, así como a los derechos de 
los niños: 

“Artículo 42. La familia es el núcleo funda-
mental de la sociedad. Se constituye por vínculos 
naturales o jurídicos, por la decisión libre de un 
hombre y una mujer de contraer matrimonio o por 
la voluntad responsable de conformarla.

“El Estado y la sociedad garantizan la rote -
i n integral de la a ilia. La ley podrá determi-

nar el patrimonio familiar inalienable e inembar-
gable.

“La honra, la dignidad y la intimidad de la fa-
milia son inviolables.

“Las relaciones familiares se basan en la ig al-
dad de dere os y deberes de la are a y en el 
respeto recíproco entre todos sus integrantes. (Las 
negrillas no son del texto).

“Artículo 43. La mujer y el hombre tienen igua-
les derechos y oportunidades. La mujer no podrá 
ser sometida a ninguna clase de discriminación. 

rante el e barazo y des s del arto gozará 
de es e ial asisten ia y rote i n del Estado, y 
recibirá de este subsidio alimentario si entonces 
estuviere desempleada o desamparada.

“El Estado apoyará de manera especial a la 
mujer cabeza de familia”. (Las negrillas no son del 
texto).

“Artículo 44. Son dere os nda entales de 
los ni os  La vida, la integridad física, la salud y 
la seguridad social, la alimentación equilibrada, 
su nombre y nacionalidad, tener una familia y no 
ser separados de ella, el cuidado y amor, la educa-
ción y la cultura, la recreación y la libre expresión 
de su opinión. Serán protegidos contra toda forma 
de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o econó-
mica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los 
demás derechos consagrados en la Constitución, 
en las leyes y en los tratados internacionales rati-
cados por Colombia.

“La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para ga-
rantizar s  desarrollo ar ni o e integral y el 
e er i io leno de s s dere os. Cualquier per-
sona puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores.

Los derechos de los niños revale en sobre los 
dere os de los de ás”. (Las negrillas no son del 
texto).

“Artículo 3. El Congreso expedirá el estatu-
to del trabajo. La ley correspondiente tendrá en 
cuenta por lo menos los siguientes principios mí-
nimos fundamentales:

“Igualdad de oportunidades para los trabaja-
dores; remuneración mínima vital y móvil, propor-
cional a la cantidad y calidad de trabajo; estabi-

lidad en el empleo; irrenunciabilidad a los bene-
cios mínimos establecidos en normas laborales; 

facultades para transigir y conciliar sobre dere-
chos inciertos y discutibles; situación más favora-
ble al trabajador en caso de duda en la aplicación 
e interpretación de las fuentes formales de dere-
cho; primacía de la realidad sobre formalidades 
establecidas por los sujetos de las relaciones la-
borales; garantía a la seguridad social, la capaci-
tación, el adiestramiento y el descanso necesario; 
rote i n es e ial a la er  a la aternidad y 

al trabajador menor de edad.
“(…)”. (Las negrillas no son del texto).
Por su parte, el Código Sustantivo del Trabajo 

dispone lo siguiente:
“CAP UL  .

Protección a la maternidad y protección  
de menores.

“Artículo. Protección a la maternidad. <Artí-
culo adicionado por el artículo 33 de la Ley 0 de 
990. El nuevo texto es el siguiente:> La aterni-

dad gozará de la rote i n es e ial del Estado”. 
(Las negrillas no son del texto).

“Artículo 23 . Descanso remunerado en la 
época del parto (…)”. 

“Artículo 239 . Prohibición de despedir. <Ar-
tículo modi cado por el artículo 2  de la Ley 4 8 
de 20 . El nuevo texto es el siguiente:>

“ . Ninguna trabajadora puede ser despedida 
por motivo de embarazo o lactancia.

“2. e res e e el des ido se a e e t ado 
or otivo de e barazo o la tan ia  ando a 

tenido l gar dentro del eriodo del e barazo o  
dentro de los tres eses osteriores al arto y sin 
a toriza i n de las a toridades de e trata el ar-
t lo sig iente.

“3. Las trabajadoras de que trata el numeral 
uno ( ) de este artículo que sean despedidas sin 
autorización de las autoridades competentes, tie-
nen derecho al pago de una inde niza i n equi-
valente a los salarios de sesenta ( 0) días, fuera 
de las indemnizaciones y prestaciones a que hu-
biere lugar de acuerdo con el contrato de trabajo.

“4. En el caso de la mujer trabajadora además, 
tendrá derecho al pago de las catorce ( 4) sema-
nas de descanso remunerado a que hace referencia 
la presente ley, si no ha disfrutado de su licencia 
por maternidad; en caso de parto múltiple tendrá 
el derecho al pago de dos (2) semanas adicionales 
y, en caso de que el hijo sea prematuro, al pago de 
la diferencia de tiempo entre la fecha del alumbra-
miento y el nacimiento a término”. (Las negrillas y 
subrayas no son del texto).

“Artículo 240. Permiso para despedir.
“ . ara oder des edir a na traba adora 

d rante el er odo de e barazo o los tres eses 
osteriores al arto, el {empleador} ne esita la 

1 El texto original del artículo 239 había sido declarado 
exequible por la Corte Constitucional, mediante Senten-
cia C-470 de 1997.
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a toriza i n del ns e tor del raba o, o del Al-
calde Municipal en los lugares en donde no exis-
tiere aquel funcionario.

“2. El permiso de que trata este artículo sólo 
puede concederse con el fundamento en alguna de 
las causas que tiene el {empleador} para dar por 
terminado el contrato de trabajo y que se enume-
ran en los artículos 2 y 3. Antes de resolver, el 
funcionario debe oír a la trabajadora y practicar 
todas las pruebas conducentes solicitadas por las 
partes.

“3. Cuando sea un Alcalde Municipal quien co-
nozca de la solicitud de permiso, su providencia 
tiene carácter provisional y debe ser revisada por 
el Inspector del rabajo residente en el lugar más 
cercano”. (Las negrillas no son del texto).

“Artículo 24 . Nulidad del despido. <Artículo 
modi cado por el artículo 8  del Decreto número 
3 de 9 7. El nuevo texto es el siguiente:>

“ . El empleador está obligado a onservar el 
esto a la traba adora e est  dis r tando de 

los descansos remunerados de que trata este capí-
tulo, o de li en ia por enfermedad motivada or el 
e barazo o arto.

“2. o rod irá e e to alg no el despido que 
el empleador comunique a la trabajadora en ta-
les períodos, o en tal forma que, al hacer uso del 
preaviso, este expire durante los descansos o li-
cencias mencionados”. (Las negrillas no son del 
texto).

Así mismo, la Ley 823 de 2003, “Por la cual 
se dictan normas sobre igualdad de oportunidades 
para las mujeres”, ordenó:

“Artículo 7 . Conforme a lo dispuesto por el 
artículo 43 de la Constitución, la er gozará 
de la es e ial asisten ia y rote i n del Estado 
d rante el e barazo y des s del arto. Para 
el cumplimiento de esta obligación, el Gobierno 
Nacional diseñará planes especiales de atención a 
las mujeres no a liadas a un régimen de seguridad 
social.

“Dentro de los doce meses siguientes a la vi-
gencia de la presente ley, el Gobierno Nacional 
establecerá un programa de subsidio alimentario 
para la mujer embarazada que estuviere desem-
pleada o desamparada”. (Las negrillas no son del 
texto).

sector pú-
blico, se encuentran vigentes las siguientes nor-
mas:

Ley 197 de 1938, artículo 2º2: 
“La mujer que sea despedida sin causa que jus-

ti que ampliamente dentro del período del e ba-
razo y los tres eses osteriores al arto, compro-
bada esta circunstancia mediante certi cado de 
facultativo, sin perjuicio de las indemnizaciones 
a que pudiera dar lugar, conforme a los contratos 
de trabajo o a las disposiciones legales que rigen 
2 Declarado exequible por la Corte Constitucional, me-

diante Sentencia C-470 de 1997.

la materia, tiene derecho a los salarios correspon-
dientes a noventa días.” (Las negrillas no son del 
texto).

Decreto número 3135 de 19683, artículo 214:
“Artículo 2 . Prohibición de despido. Durante 

el e barazo y los tres eses osteriores al parto 
o aborto, sólo podrá efectuarse el retiro por jus-
ta causa comprobada y mediante autorización del 
inspector del trabajo si se trata de trabajadora o 
por resolución motivada del jefe del respectivo or-
ganismo si es empleada.

“Se presume que el despido se ha efectuado por 
motivo de e barazo cuando ha tenido lugar dentro 
de los períodos señalados en el inciso anterior sin 
las formalidades que el mismo establece. En este 
caso, la empleada o trabajadora tiene derecho a 
que la entidad donde trabaje le pague una inde -
niza i n equivalente a los salarios o sueldos de 
sesenta ( 0) días, fuera de las indemnizaciones y 
prestaciones a que hubiere lugar, de acuerdo con 
su situación legal o contractual, y además, el pago 
de las ocho (8) semanas de descanso remunera-
do, si no lo ha tomado”. (Las negrillas no son del 
texto).

Ley 909 de 2004, artículo 51:
“Artículo . Protección a la maternidad.
“ . o ro ederá el retiro de na n iona-

ria on no bra iento rovisional  o rrido on 
anterioridad a la vigen ia de esta ley  ientras se 
en entre en estado de e barazo o en li en ia de 

aternidad
2. Cuando un cargo de carrera administrativa 

se encuentre provisto mediante nombramiento en 
período de prueba con una empleada en estado de 
embarazo, dicho periodo se interrumpirá y se re-
iniciará una vez culmine el término de la licencia 
de maternidad.

3. Cuando una empleada de carrera en estado 
de embarazo obtenga evaluación de servicios no 
satisfactoria, la declaratoria de insubsistencia de 
su nombramiento se producirá dentro de los ocho 
(8) días calendario siguientes al vencimiento de la 
licencia de maternidad.

4. Cuando por razones del buen servicio deba 
suprimirse un cargo de carrera administrativa 
ocupado por una empleada en estado de embarazo 
y no fuere posible su incorporación en otro igual o 
equivalente, deberá pagársele, a título de indem-
nización por maternidad, el valor de la remune-
ración que dejare de percibir entre la fecha de la 
supresión efectiva del cargo y la fecha probable 
del parto, y el pago mensual a la correspondiente 
entidad promotora de salud de la parte de la coti-
zación al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud que corresponde a la entidad pública en los 
términos de la ley, durante toda la etapa de gesta-
ción y los tres (3) meses posteriores al parto, más 
3 Reglamentado por el Decreto número 1848 de 1968, 

4 Declarado exequible por la Corte Constitucional, me-
diante Sentencia C-470 de 1997.
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las doce ( 2) semanas de descanso remunerado a 
que se tiene derecho como licencia de maternidad. 
A la anterior indemnización tendrán derecho las 
empleadas de libre nombramiento y remoción y 
las nombradas provisionalmente con anterioridad 
a la vigencia de esta ley.

“Parágrafo . Las empleadas de carrera ad-
ministrativa tendrán derecho a la indemnización 
de que trata el presente artículo, sin perjuicio de 
la indemnización a que tiene derecho la emplea-
da de carrera administrativa, por la supresión del 
empleo del cual es titular, a que se re ere el artí-
culo 44 de la presente ley.

“Parágrafo 2 . En todos los casos y para los 
efectos del presente artículo, la empleada deberá 
dar aviso por escrito al jefe de la entidad inme-
diatamente obtenga el diagnóstico médico de su 
estado de embarazo, mediante la presentación de 
la respectiva certi cación”.

Por el lado de la protección especial de la mu-
jer embarazada o no y el compromiso del Estado 
por el logro de su autonomía económica, se en-
cuentra la siguiente norma:

Ley 1257 de 2008
Artículo 2 . De nición de violencia contra la 

mujer.
Por violencia contra la mujer se entiende cual-

quier acción u omisión, que le cause muerte, daño 
o sufrimiento físico, sexual, psicológico, e on i-
o o atri onial or s  ondi i n de er, así 

como las amenazas de tales actos, la coacción o la 
privación arbitraria de la libertad, bien sea que se 
presente en el ámbito público o en el privado.

Artículo . La interpretación y aplicación de 
esta ley se hará de conformidad con los siguientes 
principios:

“ . Autonomía. El Estado reconoce y protege 
la inde enden ia de las eres ara to ar s s 
ro ias de isiones sin interferencias indebidas”.

Artículo 7 . Derechos de las mujeres.
“Además de otros derechos reconocidos en la 

ley o en tratados y convenios internacionales de-
bidamente rati cados, las mujeres tienen derecho 
a una vida digna, a la integridad física, sexual y 
psicológica, a la intimidad, a no ser sometidas 
a tortura o a tratos crueles y degradantes, a la 
ig aldad real y e e tiva  a no ser so etidas a 
or a alg na de dis ri ina i n  a la libertad y 

a tono a  al libre desarrollo de la personali-
dad, a la salud, a la salud sexual y reproductiva 
y a la seguridad personal. (Negrillas fuera del 
original).

1.2. Instrumentos internacionales:
A continuación, se mencionan algunos de los 

instrumentos internacionales, algunos de los cua-

por ley de la República, razón por la cual forman 
parte del “bloque de constitucionalidad” de con-
formidad con lo previsto en el artículo 93 de la 

Constitución Política, y otros que hacen parte de la 
corriente de interpretación dominante de muchos 
de los derechos acá enunciados.

Pacto Internacional de Derechos Económicos y 
Sociales, aprobado mediante Ley 74 de 1968: 

Artículo 0.2 “Se debe conceder especial pro-
tección a las madres durante un periodo de tiempo 
razonable antes y después del parto”.

Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, aproba-
do mediante Ley 51 de 1981, artículo 11

Los Estados Partes deben adoptar medidas 
adecuadas para “Prohibir, bajo pena de sancio-
nes, el despido por motivo de embarazo o licencia 
de maternidad y la discriminación en los despidos 
sobre la base del estado civil”; y en el artículo 
2.2, que “los Estados Partes garantizarán a la 

mujer servicios apropiados en relación con el em-
barazo, el parto y el período posterior al parto, 
proporcionando servicios gratuitos cuando fuere 
necesario”.

Por otro lado el Comité Cedaw, encargado de 
la interpretación de la Convención ha establecido:

Recomendación General N°19 (11° periodo de 
sesiones, 1992) sobre “La violencia contra la mujer”.

23. (...) La falta de independencia económica 
obliga a muchas mujeres a permanecer en situa-
ciones violentas. La negación de sus responsabi-
lidades familiares por parte de los hombres puede 
ser una forma de violencia y coerción. Esta violen-
cia compromete la salud de la mujer y entorpece 
su capacidad de participar en la vida familiar y en 
la vida pública en condiciones de igualdad.

Declaración y Plataforma de acción de Beijing 
que incluye el compromiso de:

Párrafo 2 . (...) Promover la independencia 
económica de la mujer, incluido su empleo, y erra-
dicar la carga persistente y cada vez mayor de la 
pobreza que recae sobre las mujeres, combatiendo 
las causas estructurales de esta pobreza mediante 
cambios en las estructuras económicas, garanti-
zando la igualdad de acceso a todas las mujeres, 
incluidas las de las zonas rurales, como agentes 
vitales del desarrollo, a los recursos productivos, 
oportunidades y servicios públicos.

-
ferente a los Fines y Objetivos de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT).

II literal a). odos los seres humanos, sin dis-
tinción de raza, credo o sexo, tienen el derecho de 
perseguir su bienestar material, y su desarrollo 
espiritual en condiciones de libertad y dignidad, 
de seguridad económica y de igualdad de oportu-
nidades;

El Protocolo Adicional a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Pro-
tocolo de San Salvador”, aprobado mediante Ley 
319 de 1996, ordenó:
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Artículo . Derecho a la constitución y protec-
ción de la familia.

“ . La familia es el elemento natural y funda-
mental de la sociedad y debe ser protegida por el 
Estado quien deberá velar por el mejoramiento de 
su situación moral y material.

2. oda persona tiene derecho a constituir fa-
milia, el que ejercerá de acuerdo con las disposi-
ciones de la correspondiente legislación interna.

3. Los Estados Partes mediante el presente 
Protocolo se comprometen a brindar adecuada 
protección al grupo familiar y en especial a:

a) on eder aten i n y ay da es e iales a las 
adres antes y d rante n la so razonable des-

s del arto;
b) Garantizar a los niños una adecuada ali-

mentación, tanto en la época de lactancia como 
durante la edad escolar;

c) Adoptar medidas especiales de protección de 
los adolescentes a n de garantizar la plena ma-
duración de sus capacidades física, intelectual y 
moral;

d) Ejecutar programas especiales de formación 
familiar a n de contribuir a la creación de un am-
biente estable y positivo en el cual los niños per-
ciban y desarrollen los valores de comprensión, 
solidaridad, respeto y responsabilidad.

“Artículo . Derecho de la niñez. odo niño 
sea cual fuere su liación tiene dere o a las e-
didas de rote i n e s  ondi i n de enor 
re ieren or arte de s  a ilia  de la so iedad 
y del Estado  odo ni o tiene el dere o a re er 
al a aro y ba o la res onsabilidad de s s a-
dres, salvo circunstancias excepcionales, recono-
cidas judicialmente, el niño de corta edad no debe 
ser separado de su madre. odo niño tiene derecho 
a la educación gratuita y obligatoria, al menos en 
su fase elemental, y a continuar su formación en 
niveles más elevados del sistema educativo”.

2. Análisis de constitucionalidad 
Estudiado nuevamente el texto del Proyecto de 

ley número 238 de 2013 Senado y su exposición 
de motivos, este Ministerio considera que su con-
tenido es en parte coherente con lo dispuesto en 
la Constitución Política y demás normas vigentes, 
toda vez que propende por la protección tanto de la 
mujer en estado de embarazo o que recientemente 
ha dado a luz, como de los niños recién nacidos o 
que estén por nacer.

Así, la medida de ampliación de la protección 
por maternidad propuestas por el proyecto de ley es 
acorde con la abundante jurisprudencia de la Cor-
te Constitucional sobre la “estabilidad reforzada” 
de la mujer, de la cual se destacan los pronuncia-
mientos efectuados en Sentencia T-054 de 20115, 
5 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-054 de 

2011. Magistrado Ponente Jorge Iván Palacio.

Sentencia T-105 de 20116 y T-095 de 20087, en-
tre muchos otros. En especial, el Proyecto de ley 
número 238 de 2013 guarda total coherencia con 

20138, en la que la Corte Constitucional concluyó:
“9. La Corte concluye entonces, que las dis-

posiciones constitucionales y las normas interna-
cionales establecen una garant a re orzada a la 
estabilidad en el traba o de las eres e se en-

entran en eriodo de e barazo y la tan ia. En 
este sentido, la Corte ha indicado que ‘en desarro-
llo del principio de igualdad y en aras de garanti-
zar el derecho al trabajo de la mujer embarazada 
(…) tiene un derecho constitucional a una estabi-
lidad laboral reforzada, pues una de las manifes-
taciones más claras de discriminación sexual ha 
sido, y sigue siendo, el despido injusti cado de las 
mujeres que se encuentran en estado de gravidez, 
debido a los eventuales sobrecostos o incomodi-
dades que tal fenómeno puede implicar para las 
empresas’9. 

“ . Ahora bien, la protección reforzada de la 
mujer embarazada, estaría incompleta si no abar-
cara también la rote i n de la aternidad, es 
decir, la protección a la mujer que ya ha culmina-
do el período de gestación y ha dado a luz. En esa 
medida, dicho mandato guarda estrecha relación 
con los contenidos normativos constitucionales 
que hacen referencia a la protección de los niños y 
de la familia. En efecto, de esa manera se pretende 
que la mujer pueda brindar la necesaria atención 
a sus hijos, sin que por ello sea objeto de discrimi-
naciones en otros campos de la vida social, como 
el trabajo, buscando entre otros, ‘garantizar el 
b en idado y la ali enta i n de los re i n 
na idos” 0. 

“En este sentido, la jurisprudencia constitu-
cional ha considerado que el fuero de materni-
dad previsto en el Código Sustantivo del rabajo, 
además de prevenir y sancionar la discriminación 
por causa o razón del embarazo, desde una pers-
pectiva constitucional e internacional, debe servir 
ta bi n ara garantizar a la er e barazada 
o la tante n salario o n ingreso e le er ita 

na vida en ondi iones dignas y el go e del de-
re o al ni o vital y a la salud, de forma inde-
pendiente.

Los múltiples fundamentos constitucionales 
a los que se ha hecho referencia muestran que, 
tal y como la Corte lo ha indicado en reiteradas 
6 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-105 de 

2011. Magistrado Ponente Nilson Pinilla.
7 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-095 de 

2008. Magistrado Ponente Humberto Antonio Sierra 
Porto.

8 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-071 de 
2013. Magistrado Ponente Alexei Julio Estrada. 

9 Citando la Sentencia T-005 de 2009. Magistrado Ponente 
Jaime Córdoba Triviño.

10 Citando la Sentencia T-568 de 1996. Magistrado Ponente 
Eduardo Cifuentes Muñoz.
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oportunidades , la mujer embarazada y lactante 
goza de la especial protección del Estado y de la 
sociedad, lo cual tiene una consecuencia jurídica 
importante: el ordenamiento jurídico debe brindar 
una garant a es e ial y e e tiva a los dere os  
de la er e va a ser adre  o e a aba de 
serlo 2

“Por consiguiente, los principios constitucio-
nales contenidos en el artículo 3, que son normas 
directamente a li ables a todas las rela iones la-
borales, tal y como esta Corporación lo ha seña-
lado en múltiples oportunidades, adquieren, si se 
quiere, todavía mayor fuerza normativa cuando se 
trata de una mujer embarazada, por cuanto ella 
debe ser rotegida en or a es e ial por el or-
denamiento jurídico. (Las negrillas no están en el  
texto original).

En conclusión, este Ministerio considera que la 
primera medida propuesta por el proyecto de ley 
sometido a su estudio, es decir, la ampliación del 
período de presunción de despido por motivo de 
embarazo o lactancia (de 3 a 6 meses), encuentran 
total respaldo constitucional y jurisprudencial, así 
como en los instrumentos internacionales aproba-
dos por ley de la República, toda vez que propen-
den por la protección de los derechos del recién 
nacido o del que está por nacer y, a la vez, tienden 
a proteger efectivamente los derechos de la mujer 
embarazada o que acaba de ser madre. 

Sin embargo, en lo referente al fuero de paterni-
dad es decir, el artículo 2° de este proyecto de ley, 
el Ministerio encuentra tres puntos que deben ser 
centrales en el debate y que impiden que el texto 
del proyecto de ley tal como está tenga total apoyo 
del Ministerio.

En primera medida, considera que la redacción 
del artículo 240A tiene un lenguaje descontextua-
lizado de otros avances jurisprudenciales. Pues 
al insistir en “garantizar el desarrollo armónico 
e integral de los niños desde que son concebidos 
y hasta los primeros meses de vida”, no tiene en 

Sentencia C-355 de 200613:
“(…) que el derecho a la vida del nasciturus 

no es absoluto, explicando que bajo ninguna de 
las posibilidades interpretativas se puede llegar a 

nasciturus o 
el deber de adoptar medidas legislativas por parte 
del Estado, sea de naturaleza absoluta. Según la 
Corte, la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos en su enunciado normativo, contempla 
la posibilidad de que en ciertos eventos excepcio-
nales la ley no proteja la vida desde el momento de 
la concepción”14.
11 Ver, entre muchas otras, las Sentencias T-606 de 1995, 

T-106 de 1996; T-568 de 1996; T-694 de 1996; C-710 de 
1996; T-270 de 1997. 

12 b. Cit. Sentencia C-470 de 1997.
13 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-355 de 

2006 Magistrados Ponentes Jaime Araújo Rentería y 
Clara Inés Vargas Hernández.

14 Al respecto la Corte Interamericana de Derechos Huma-

En palabras de las Cortes, la protección a la 
concepción no constituye un deber absoluto e in-
condicional, sino que implica entender la proce-
dencia de excepciones a la regla general, con ese 
marco interpretativo, el Ministerio propone tener 
en cuenta tales interpretaciones en la eventual 
construcción del fuero de paternidad.

Segundo, el Ministerio considera que la estabi-
lidad laboral que se le otorgaría a la pareja traba-
jadora de la mujer embarazada desempleada o in-
formal, no se encuentra en perfecta comunión con 
la jurisprudencia constitucional. Si bien la Corte 
ha insistido en que el fuero reforzado de estabili-
dad laboral de las mujeres embarazadas o lactan-
tes, les permite a las mujeres garantizar el mínimo 
vital del recién nacido, esa protección deviene de 
la discriminación sufrida por la mujer en el lugar 
de trabajo, por razón de su embarazo o lactancia, 
discriminación que se cristaliza en el despido. De 
esta forma, tal discriminación crea un perjuicio 
desproporcionado tanto para ella como para el re-
cién nacido, y en esa medida, es deber del Estado 
crear las condiciones para que dichas discrimina-
ciones no ocurran, y si ocurren sean sancionadas y 
generen la indemnización y el reintegro de la tra-
bajadora. En este sentido, la protección constitu-
cional no nace como una garantía al mínimo vital 
del menor, sino como una medida que busca atacar 
la discriminación que sufren las mujeres en estado 
de embarazo o lactancia.

Por todo lo anterior, extender la estabilidad 
laboral reforzada al cónyuge o compañero per-
manente de la mujer embarazada o lactante des-
empleada o informal, carece de fundamento juris-
prudencial. Toda vez que se interpreta inadecua-
damente la protección a la maternidad y lactancia, 
en la medida en que estos elementos constituyen 
para la mujer una condición propia de su estado 
que implica una movilización de recursos15 por 

hombre, toda vez que no es el que gesta. De igual 
forma, este tipo de norma no redistribuye derechos 

especial a la mujer embarazada y lactante, tiene un 
correlato en la discriminación que podría sufrir por 
el hecho de ser mujer, mientras que la protección 

que: “(...) el término “concepción” no puede ser com-
prendido como un momento o proceso excluyente del 
cuerpo de la mujer, dado que un embrión no tiene nin-
guna posibilidad de supervivencia si la implantación no 
sucede. (...) De la misma forma, la Corte ha utilizado los 
diversos métodos de interpretación, los cuales han lleva-
do a resultados coincidentes, en el sentido de que el em-
brión no puede ser entendido como persona para efectos 
del artículo 4.1 de la Convención Americana. Asimismo, 

la Corte concluyó que la “concepción” en el sentido del 
artículo 4.1 tiene lugar desde el momento en que el em-
brión se implanta en el útero, razón por la cual antes de 
este evento no habría lugar a la aplicación del artículo 
4° de la Convención. Además, es posible concluir que 
la protección del derecho a la vida con arreglo a dicha 
disposición no es absoluta, sino es gradual e incremental 
según su desarrollo”.

15 En términos de tiempo y movilización de capital huma-
no, por licencias, permisos, incapacidades y ausencias. 
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acá propuesta, protege al hombre de despidos por 
tener una cónyuge o compañera permanente em-
barazada o lactante, ya no por discriminación, sino 
para garantizarle un ingreso a la familia.

Adicional a lo anterior, el artículo 2° de este 
proyecto de ley desconoce que la ilegalidad del 
despido de mujeres embarazadas o lactantes no 
es absoluta, pues el mismo Código Sustantivo 
del Trabajo (CST) en su artículo 240, introduce 
el “Permiso para despedir”. Dicho requisito esta-
blece que para poder despedir a una trabajadora 
durante el período de embarazo o los tres meses 
posteriores al parto, el empleador necesita la au-
torización del Inspector del Trabajo, o del Alcalde 
Municipal, en los lugares en donde no exista Ins-
pector. Dicho permiso solo puede concederse con 
el fundamento en alguna de las causas que tiene el 
empleador para dar por terminado el contrato de 
trabajo y que se enumeran en los artículos 62 y 63 
del Código Sustantivo del Trabajo.

De esta forma, todos los despidos de los hom-
bres con cónyuge o compañera permanente emba-

el proyecto de ley entrara en vigor, pues su despido 
nunca será por el hecho de su embarazo o lactan-
cia, que es lo que protege el fuero de estabilidad 
laboral reforzada de maternidad.

Finalmente, al Ministerio le preocupa que este 
fuero termine aumentando la violencia contra las 
mujeres por parte de sus compañeros permanentes 
o cónyuges. Lo anterior, porque al estudiar el artí-
culo 2° de este proyecto de ley a la luz de la teoría 
de la “vulnerabilidad explotable”16, se evidencia 
que uno de los efectos no esperados de esta medida 
es la creación de incentivos para que las mujeres 
no salgan al mercado de trabajo formal, pues esta 
es la condición para que su compañero o cónyu-
ge pueda gozar de la estabilidad laboral reforzada. 
Por otro lado, al crear una protección derivada de 
la informalidad o desempleo de la mujer, se crea 
un incentivo a la no participación de estas en el 
mercado de trabajo formal, esto es particularmen-
te perjudicial, pues se les hace más dependientes 
económicamente de sus familiares y del Estado, 
asignándoles poder para controlar sus conductas. 
Esta dependencia es explotable de varias maneras, 
la violencia física y sexual de los cónyuges o com-
pañeros es una de las más comunes, tal como lo ha 
reconocido la Corte Constitucional17, al establecer 
que las mujeres víctimas de violencia doméstica 
están en situación de indefensión en razón de su 
dependencia económica.

Análisis de conveniencia
En esas condiciones, este Ministerio considera 

conveniente el artículo 1° del Proyecto de ley nú-
16 Véase Nancy Fraser (1997) Iustitia interrupta: re exio-

nes críticas desde la posición postsocialista, Bogotá, 
Universidad de los Andes y Siglo del Hombre Editores.

17 Ver por ejemplo las Sentencias: T-487 de 1994 M. P. José 
Gregorio Hernández; T-557 de 1995 M. P. Hernando He-
rrera Vergara; T-420 de 1996 M. P. Vladimiro Naranjo 
Mesa; C-776 de 2010 M. P. Jorge Iván Palacio, entre 
otras.

mero 238 de 2013 Senado. Sin embargo, en cuanto 
a la ampliación del período de presunción de des-
pido por motivo de embarazo o lactancia (de 3 a 6 
meses), sugiere extender esta medida a las mujeres 
que tengan alguna vinculación legal o contractual 
con el Estado (servidoras públicas), a efectos de 

igualdad de condiciones con las mujeres que tra-
bajan para el sector privado, con independencia 
del vínculo que tengan (nombramiento, contrato 

Por otra parte, encuentra inconveniente el con-
tenido del artículo 2° del Proyecto de ley número 
238 de 2013 Senado, por las razones antes expues-
tas y propone la eliminación del mismo proyecto 
de ley.

4. Concepto
Por lo expuesto anteriormente, este Ministerio 

-
tas, el Proyecto de ley número 238 de 2013 debe 
continuar su trámite.

Atentamente,
Rafael Pardo Rueda,
Ministro del Trabajo.

C.C. Autor: Honorable Senador José Félix Valera
Ponente: Honorable Senador Mauricio Ospina 

Gómez.
* * *

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 212 DE 

2013 SENADO
por la cual se sanciona la pesca en la Isla  

de Malpelo.
Bogotá, 
Doctor 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
Senado 
Congreso de la República 
Ciudad 
Asunto: Concepto del Proyecto de ley número 

212 de 2013 Senado.
Respetado doctor Eljach:
De manera atenta le envío el concepto jurídico 

y técnico emitido por el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural sobre el Proyecto de ley núme-
ro 212 de 2013 Senado, por la cual se sanciona la 
pesca en la Isla de Malpelo.

Ponentes honorables Senadores Alexandra Mo-
reno Piraquive y Juan Lozano Ramírez. 

Cualquier aclaración o requerimiento adicional 
estaré presto a atenderle.

Cordialmente,
Rubén Darío Lizarralde Montoya,

Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural.
Anexo lo anunciado.
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Concepto sobre el Proyecto de ley número 
212 de 2013 Senado, por la cual se sanciona la 
pesca en la Isla de Malpelo.

Una vez revisada la ponencia por parte del Mi-
nisterio de Agricultura y Desarrollo Rural, por me-
dio de la presente nos permitimos rendir concepto 
sobre el proyecto de ley, por la cual se sanciona 
la pesca en la Isla de Malpelo, de la siguiente  
manera: 

 rt lo . Queda prohibido, tanto para 
nacionales como para extranjeros, toda clase de 
pesca y/o aprovechamiento del recurso hidrobio-
lógico, así como el tránsito de embarcaciones 
pesqueras nacionales o extranjeras, en el área del 
Santuario de Fauna y Flora Malpelo, ubicada en 
el Pací co colombiano, delimitada y alinderada 
por el Ministerio de Ambiente, ivienda y Desa-
rrollo erritorial. El desconocimiento de esta pro-
hibición, generará las sanciones administrativas 
establecidas en la Ley 333 de 2009 y las penales 
a que hubiere lugar…”.

Frente al artículo precedente, este Ministerio 
se permite informar que de conformidad con el 
Decreto-ley 2811 de 1974, por el cual se dicta el 
Código Nacional de Recursos Naturales Reno-
vables y de Protección al Medio Ambiente, en su 
artículo 327, denomina como Sistema de Parques 
Nacionales el conjunto de áreas con valores excep-
cionales para el Patrimonio Nacional que, en bene-

características naturales, culturales o históricas, se 
reserva y declara comprendida en cualquiera de las 

principales las instauradas en el artículo 328, sien-
do las siguientes: 

a) Conservar con valores sobresalientes de fau-
-

les o arqueológicas, para darles un régimen espe-
cial de manejo fundado en una planeación integral 
con principios ecológicos, para que permanezcan 
sin deterioro; 

b) La de perpetuar en estado natural muestras 

-
pecies silvestres amenazadas de extinción, y para:

Proveer puntos de referencia ambientales para 

educación ambiental; mantener la diversidad bio-
lógica; asegurar la estabilidad ecológica, y 

c) La de proteger ejemplares de fenómenos na-
turales, culturales, históricos y de otros de interés 
internacional, para contribuir a la preservación del 
patrimonio común de la humanidad.

De igual manera, el artículo 331 establece las 
actividades permitidas en el Sistema de Parques 
Nacionales, estableciendo las siguientes: 

a) En los Parques Nacionales, las de conser-
vación, de recuperación y control, investigación, 
educación, recreación y de cultura; 

b) En las reservas naturales las de conserva-
ción, investigación y educación; 

c) En las áreas naturales únicas las de conser-
vación, investigación y educación; 

d) En los santuarios de ora y fauna, las de 
conservación, de recuperación y control, de inves-
tigación y educación, y 

e) En las vías parques, las de conservación, 
educación, cultura y recreación. 

Así mismo, el artículo 332 considera que las 
actividades permitidas en las áreas de sistemas de 
Parques Nacionales deberán realizarse de acuerdo 

a) De conservación: Son las actividades que 
contribuyen al mantenimiento de su estado pro-
pio, de los recursos naturales renovables y al de 
las bellezas panorámicas y fomentan el equilibrio 
biológico de los ecosistemas;

b) De investigación: Son las actividades que 
conducen al conocimiento de ecosistemas y de as-
pectos arqueológicos y culturales, para aplicarlo al 
manejo y uso de los valores naturales e históricos 
del país;

c) De educación: Son las actividades permiti-
das para enseñar lo relativo al manejo, utilización 
y conservación de valores existentes y las dirigi-
das a promover el conocimiento de las riquezas 
naturales e históricas del país y de la necesidad de 
conservarlas;

d) De recreación: Son las actividades de espar-
cimiento permitidas a los visitantes de áreas del 
Sistema de Parques Nacionales;

e) De cultura: Son las actividades tendientes a 
promover el conocimiento de valores propios de 
una región;

f) De recuperación y control: Son las activida-
des, estudios e investigaciones, para la restaura-
ción total o parcial de un ecosistema o para acumu-
lación de elementos o materias que lo condicionan.

Por otro lado, el Decreto número 622 de 1977 
establece en su artículo 30 “Prohíbanse las siguien-
tes conductas que pueden traer como consecuencia 
la alteración del ambiente natural de las áreas del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales”, siendo 
las siguientes: 

“(…) 
8. oda actividad que el Inderena determine 

que pueda ser causa de modi caciones signi cati-
vas del ambiente o de los valores naturales de las 
distintas áreas del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales. 

9. Ejercer cualquier acto de caza, salvo la caza 
con nes cientí cos. 

0. E er er al ier a to de es a, salvo la 
pesca con nes cientí cos debidamente autorizada 
por el Inderena, la pesca deportiva y la de sub-
sistencia en las zonas donde por sus condiciones 
naturales y sociales el Inderena permita esta clase 
de actividad, siempre y cuando la actividad auto-
rizada no atente contra la estabilidad ecológica de 
los sectores en que se permita.

(...)” negrita era de onte to.
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Por otra parte, la Ley 99 de 1993 or la al se 
rea el inisterio del edio biente  se reor-

dena el e tor bli o en argado de la gesti n y 
onserva i n del edio a biente y los re rsos 

nat rales renovables  se organiza el iste a a-
ional biental , y se di tan otras dis o-

si iones, en su artículo 5°, numeral 18, el Minis-
terio de Ambiente tiene entre sus funciones “Fijar 
los cupos globales y determinar las especies para 
el aprovechamiento de bosques naturales y la ob-
tención de especímenes de ora y fauna silves-
tres, teniendo en cuenta la oferta y la capacidad 
de renovación de dichos recursos, con base en los 
cuales las Corporaciones Autónomas Regionales 
otorgarán los correspondientes permisos, conce-
siones y autorizaciones de aprovechamiento”. 

Dicho lo anterior, el Ministerio del Medio Am-
biente, hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, de conformidad con la Ley 1444 de 
2011 expidió la Resolución número 1292 del 31 
de octubre de 1995, por la cual se reserva, alinda y 

Así mismo, el anterior Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, expidió la Reso-
lución número 149 del 20 de octubre de 2006, por 
medio de la cual se adoptan medidas de control 
sobre algunas áreas del Sistema de Parques Na-
cionales Naturales, prohibiendo la pesca deporti-
va sobre las zonas marinas localizadas dentro de 
los límites de las áreas protegidas del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales que se enumeran a 
continuación:

Parque Nacional Natural Tayrona 
Parque Nacional Natural Corales del Rosario y 

San Bernardo 
Parque Nacional Natural Gorgona 
Parque Nacional Natural Old Providence & 

Mac Bean Lagoon 
Vía Parque Isla Salamanca
Santuario de Fauna y Flora El Corchal del 

Mono Hernández
Santuario de Fauna y Flora Malpelo.
Finalmente, frente al tema de aleteo y pesca, la 

Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca (AU-
NAP) expidió las Resoluciones números 744 del 9 
de octubre de 2012, 190 del 22 de febrero de 2012 
y 375 de abril 17 de 2013. 

Por todo lo anterior, este Ministerio considera 
que frente al artículo 1° del Proyecto de ley núme-
ro 212 de 2013, que se encuentra cursando en la  
Plenaria del Senado, ya se encuentra regulado en 
la normativa colombiana. 

Adicionalmente, es necesario conocer si el al-
cance de este proyecto es fortalecer los procesos 
sancionatorios nacionales, porque en caso de ser 
positivo, esta iniciativa debería ampliarse a todo 
el territorio marítimo nacional y no circunscribirse 
solamente a la Isla de Malpelo.

2. “Artículo 2°. El que pesque dentro del terri-
-

tuario de la Isla de Malpelo, incurrirá en la pena 
privativa de la libertad y en la sanción pecuniaria 
prevista en el artículo 335 del Código Penal (Ley 
599 de 2000). 

Frente a este artículo este Ministerio conside-
ra que tal como se encuentra regulada la “Ilícita 
actividad de pesca” en el artículo 335 del Código 
Penal cubre la pesca en zonas prohibidas tal como 
sería el caso del Santuario de Malpelo, por tanto 

normativa vigente ya regula el tema y no es nece-
saria una nueva norma en el mismo sentido. 

3. “Artículo 3°. Noti caciones a ciudadanos 
extranjeros. En las actuaciones sancionatorias am-

-
ros se surtirán en los términos que establece la Ley 
1333 de 2009. 

Este Ministerio considera que es necesario de-
terminar tal como lo establece el artículo 20 de la 

actuaciones sancionatorias ambientales se surtirán 
en los términos del Código de Procedimiento Ad-
ministrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA) no en los términos de la Ley 1333 de 
2009. 

4. rt lo  Cuando el infractor de las dis-
posiciones a que se re ere el artículo  sea un 
extranjero residente en Colombia, se le cancela-
rá de forma automática su permiso de residencia, 
extendiéndosele dicha prohibición a la expedición 
de visa para ingresar al territorio colombiano, por 
un término de 20 años”. 

Frente al artículo en mención, consideramos 
que por tratarse de temas relacionados con aspec-
tos de permisos de residencias internacionales, no 
tiene competencia para abordar dicho tema, ya que 
la misma recae en el Ministerio de Relaciones Ex-
teriores y Migración Colombia que son las entida-
des competentes sobre la materia. 

 rt lo 5°. Administración de bienes utili-
zados para la ilícita actividad de pesca o violación 
de fronteras para la explotación o aprovechamien-
to de los recursos naturales. Las embarcaciones y 
demás medios utilizados para la infracción de ac-
tividad de pesca, la explotación o aprovechamien-
to de los recursos naturales, serán administrados 
desde la imposición de la medida preventiva hasta 
su decomiso de nitivo y disposición nal por el 
Fondo Especial para la administración de bienes 
que se crea para tal n. 

El Fondo Especial para administración de 
bienes utilizados para la ilícita actividad de pes-
ca o violación de fronteras para la explotación o 
aprovechamiento de los recursos naturales, estará 
administrado por la Autoridad Marítima Colom-
biana. 

arágra o  El Fondo Especial para admi-
nistración de bienes utilizados para la ilícita ac-
tividad de pesca o violación de fronteras para la 
explotación o aprovechamiento de los recursos 



GACETA DEL CONGRESO  848  Martes, 22 de octubre de 2013 Página 23

naturales, es una cuenta especial sin personería 
jurídica administrada por el Director de la Auto-
ridad Marítima Colombiana. 

arágra o  Los bienes, el producto de su 
venta y administración, ingresarán al Fondo Es-
pecial para administración de bienes utilizados 
para la ilícita actividad de pesca o violación de 
fronteras para la explotación o aprovechamiento 
de los recursos naturales y serán asignados para 
nes de protección, conservación y restauración 

de las áreas marinas e insulares protegidas. 
arágra o 3  e rsos del ondo  Los recur-

sos requeridos para el funcionamiento del Fondo 
Especial para administración de bienes utilizados 
para la ilícita actividad de pesca o violación de 
fronteras para la explotación o aprovechamien-
to de los recursos naturales, estarán constituidos 
por: 

. Las partidas destinadas a la administración 
del Fondo en el Presupuesto de Parques Nacio-
nales Naturales, la Autoridad Nacional de Acui-
cultura y Pesca, las Corporaciones Autónomas 
Regionales competentes y la Dirección General 
Marítima.

2. Los bienes sobre los cuales se ha declarado 
el decomiso de nitivo a favor del Fondo Especial 
para administración de bienes utilizados para la 
ilícita actividad de pesca o violación de fronteras 
para la explotación o aprovechamiento de los re-
cursos naturales, así como el producto de su ad-
ministración.

3. Los rendimientos y los frutos que pudieran 
generar los bienes que hacen parte del Fondo Es-
pecial para administración de bienes utilizados 
para la ilícita actividad de pesca o violación de 
fronteras para la explotación o aprovechamiento 
de los recursos naturales. 

4. Las donaciones o aportes al fondo especial 
de bienes, de procedencia nacional o de coopera-
ción internacional. 

. Los demás recursos que sean transferidos al 
Fondo Especial por parte de autoridades compe-
tentes. 

. Los demás que señalen la ley”. 
En primer lugar, la parte inicial del artículo 

menciona lo siguiente: “Artículo 5°. Administra-
ción de bienes utilizados para la ilícita actividad de 
pesca o violación de fronteras para la explotación 
o aprovechamiento de los recursos naturales”. El 
anterior enunciado amplía la aplicación del pro-
yecto de ley no solo a los casos de Ilícita Actividad 
de Pesca en Malpelo, sino que se extiende a la vio-
lación de fronteras para la explotación o aprove-
chamiento de los recursos naturales regulada en el 
artículo 329 del Código Penal y parece tener un ca-
rácter universal al no limitarlo solamente al tema 
de la ilícita actividad de pesca. 

Esta Cartera considera que el artículo es poco 
claro y resulta riesgoso por las consecuencias que 
puede generar esa presunta universalidad, aun 

-
gal en la Isla de Malpelo. 

Además, la propuesta establece un régimen es-
-

pelo, violando con esto el principio de la generali-
dad de la ley, que para el caso de la ilícita actividad 

el territorio marítimo del país y no limitarlo solo a 
Malpelo. 

Igualmente, esta Cartera considera que se debe 
concertar con la Autoridad Nacional de Acuicultu-
ra y Pesca (AUNAP) y demás autoridades intere-
sadas en la materia, sobre la entidad que asumirá 
las diferentes actuaciones administrativas como 
consecuencia del decomiso (mantenimiento y se-
guridad) de una embarcación. 

No se entiende por qué y cuáles son las razo-
nes para que la Autoridad Marítima Colombiana 
sea la encargada de la administración del Fondo 
Especial. Además los recursos determinados en el 
parágrafo 3° inciso 1° provienen de otras entida-
des como lo son: 

“ . Las partidas destinadas a la administración 
del Fondo en el Presupuesto de Parques Nacio-
nales Naturales, la Autoridad Nacional de Acui-
cultura y Pesca, las Corporaciones Autónomas 
Regionales competentes y la Dirección General 
Marítima”. 

Igualmente, la anterior redacción es confusa. 
No queda claro por qué se incluyen presupuestos 
de entidades que no van a tener incidencia sobre la 
administración del Fondo, aparte de la entrega de 
recursos. 

De igual forma, con el proyecto de ley se des-
conoce el trabajo que viene realizando la Mesa 
Nacional de Pesca Ilegal liderada por la DIMAR 
con la participación de un equipo de técnicos de 
entidades que tienen injerencia con el control de 
la pesca ilegal, como son los Ministerios de Rela-
ciones Exteriores, Agricultura y Desarrollo Rural 
y el de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la AU-
NAP, la DIMAR, la Fiscalía General de la Nación 
y Parques Nacionales Naturales, Armada Nacional 
y Migración Colombia, donde varios de los pun-
tos propuestos se han debatido de acuerdo con las 

las debilidades y fortalezas en los procedimientos 
que como Estado colombiano, tenemos que coor-
dinar en las acciones para que durante los proce-
sos se aúnen esfuerzos en la cadena de custodia y 
lograr sanciones que permitan mitigar y desalentar 
las actividades ilícitas de pesca en toda la jurisdic-
ción nacional. 

En ese sentido, si el ámbito de aplicación de 
esta ley abarca el territorio nacional marítimo, 
permitiría utilizar el recaudo de su administración 
en las prioridades de las entidades, comunidades, 
regiones, etc. afectadas por las ilícitas actividades 
de pesca. Esto sería solo en el caso de macroele-
mentos como lo son las embarcaciones incautadas 
o decomisadas, ya que su mantenimiento hasta el 
fallo sancionatorio en un muelle o puerto genera 
costos, los cuales actualmente asume el infractor.
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Es importante señalar que la normativa vigente 
en temas de pesca y acuicultura, Ley 13 de 1990 y 
Decreto número 2256 de 1991, regula los procesos 

-
tos de la pesca y artes de pesca utilizadas en la 
ilícita actividad de pesca. 

Esta Cartera recomienda concertar no solo con 
los entes antes mencionados sino con el Ministerio 

-
cal que tiene esta iniciativa y porque afecta direc-
tamente los recursos escasos de entidades como la 
Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca (AU-
NAP), entidad adscrita al Ministerio de Agricultu-
ra y Desarrollo Rural. 

Además se recuerda que a nivel de la Fiscalía 
General de la Nación, ya existe un fondo de ad-
ministraciones de bienes, el cual lo único que re-
quiere es adecuar su reglamentación para que se 
permita incluir las situaciones relacionadas con la 
ilícita actividad de pesca. 

Finalmente, en el presente artículo se plantea la 

carácter constitucional: 
arágra o  Los bienes, el rod to de s  

venta y administración, ingresarán al Fondo Es-
pecial para administración de bienes utilizados 
para la ilícita actividad de pesca o violación de 
fronteras para la explotación o aprovechamiento 
de los recursos naturales y serán asignados para 
nes de protección, conservación y restauración 

de las áreas marinas e insulares protegidas. 
Esta Cartera considera que las disposiciones de 

decomiso y venta pueden ser consideradas como 
una especie de extinción de dominio o expropia-
ción sin indemnización. Lo anterior viciaría de in-
constitucionalidad este proyecto de ley. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
encuentra que este artículo debe ser retirado y no 
entiende por qué crear toda una institucionalidad 
como un Fondo de la naturaleza descrita en el ar-

-
mente en la Isla de Malpelo y menos el porqué del 
ente que los administrará. 

Inconveniencia del proyecto de ley 
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Ru-

ral y la Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca 
(AUNAP) encuentran inconveniente el presente 
proyecto de ley debido a que las disposiciones que 
se plantean en los artículos 1°, 2° y 3° ya están re-
guladas en la normativa vigente colombiana. 

Asimismo, no encuentra proporcionalidad al-
guna entre las medidas que se planean para pre-
venir la pesca ilegal en la Isla de Malpelo; frente 
a las medidas por ilícita actividad de pesca en el 
territorio marítimo nacional, al crear un Fondo que 

-
dades como la AUNAP el aporte de recursos para 
dicho Fondo sin incluirla en la administración y 

Por último, esta Cartera considera inconvenien-
te el proyecto de ley, teniendo en cuenta que las 
leyes deben regular situaciones generales y no par-
ticulares. 

Por los elementos expuestos en el presente es-
crito, este Ministerio solicita el archivo del Pro-
yecto de ley número 212 de 2013 Senado.

C O N T E N I D O
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